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Para vencer a las derechas, 
cumplir las exigencias de la mayoría Las huelgas de la enseñanza 

muestran el camino

A día de hoy, tras más de 20 días en huelga indefinida 
y en unidad, los y las enseñantes del País Valenciano 
muestran que para poder vivir y enseñar hay que res-
ponder a sus reivindicaciones. Como, bajo otra forma, 
muestra la huelga de enseñanza en Cataluña. 

Ambas huelgas responden a la misma situación del 
cuerpo educativo en todas las comunidades autóno-
mas: por más que la educación está competencialmen-
te regionalizada, en todas ellas, el personal de la en-
señanza se enfrenta a los mismos problemas: sueldos 
de subsistencia, ratios imposibles, infraestructuras 
deterioradas, sobrecarga del personal con la introduc-
ción de la llamada «escuela inclusiva». No es por ca-
sualidad que los sindicatos en Madrid anuncien huel-
ga para septiembre, o que en Cataluña sigan sin acep-
tar un mal acuerdo.

El deterioro de la sanidad, de la enseñanza pública, 
de las infraestructuras en todo el Estado demuestra 
que no es compatible triplicar el gasto militar y aten-
der las necesidades sociales. Por tanto, la responsabi-
lidad del Gobierno central está comprometida... En 
vísperas del verano empiezan los incendios, y el 
Estado cuenta con solo 18 aviones cisterna Canadair 
(¡eso sí, tiene 150 aviones de combate!).

Mientras el personal de la enseñanza en huelga 
muestra la realidad del país, la lucha de clases, las 
reivindicaciones y necesidades de la población pen-
dientes, no pasa un día que no estalle un nuevo escán-
dalo, real o ficticio: la esfera mediática intenta hacer 
girar el país en torno a ello. Las instituciones hereda-
das del franquismo, la judicatura, las UCO, la UDEF, 
tienen buena experiencia en ello: mientras se aplican 
con diligencia a perseguir al gobierno, y dilatan meses 
o años los juicios por escándalos vinculados al PP, 
ponen palos en las ruedas de aquello que no les inte-
resa, o les molesta. 

Hace justo dos años, el 30 de mayo de 2024, se 
aprobó una Ley de Amnistía con voluntad de calmar 
la situación en Cataluña. La ley encargó a los jueces 
su aplicación caso por caso. Hoy solo el 52% de los 
activistas catalanes han sido amnistiados, y el 61,3% 
de los cargos públicos aún no, pero la han aplicado ya 
al 97% de los policías. A esto le llaman «independen-
cia de la justicia». Ningún paso serio en el camino de 
atender a las necesidades de la mayoría es posible, de 
forma duradera, con este régimen, sus leyes y sus ins-
tituciones.

Son muchos lo que se preguntan cómo frenar a la 
derecha y la ultraderecha. Pero para vencerlos -inclu-
so electoralmente- es preciso un giro radical, respon-
der a las exigencias de la mayoría, destinar a las ne-
cesidades de la población el gasto militar, llamar a los 
trabajadores, a sus organizaciones, a la movilización. 
La partida no está perdida. Solo falta voluntad políti-
ca para resistir.
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Al cabo de dos años, la Ley de Amnistía 
solo se aplica a algunos

Triste segundo aniversario de la 
aprobación de la Ley de Amnistía. 
El Gobierno y las Cortes cumplie-
ron todo lo necesario, y hace dos 
años se aprobó definitivamente la 
ley. Entonces, los jueces tenían que 
velar porque la ley se aplicase, pero 
muchos jueces obstaculizan su apli-
cación. Todavía dirán que estamos 
en un régimen parlamentario. O 
simplemente en una democracia.

Estos días se ha conmemorado 
el segundo aniversario de la ley en 
distintos ámbitos. Tiene particular 
interés el estudio efectuado por 
Alerta Solidària, cuyos resultados 
han sido difundidos por el diario 
Ara el 2 de junio.

Así nos enteramos de que la per-
tinencia de la ley ha sido reconoci-

da en el 52% de los activistas a los 
que debería haberse aplicado. Se 
han beneficiado 181 manifestantes 
y 64 cargos políticos independen-
tistas (245) pero hay 257 que aún 
están pendientes, porque se les ha 
negado la aplicación de la ley o por-
que los tribunales aún no se han 
pronunciado. Hay una diferencia 
con los policías: solo se les ha ne-
gado a 4 la amnistía, de los 162 que 
se han presentado.
Cómo se distribuyen
Prestando atención a los cargos po-
líticos, el 61,3% no han sido amnis-
tiados, eso contrasta con el 97,5% 
de los policías amnistiados.

Dos años después de la aproba-
ción de la Ley de Amnistía, hay 261 
casos sin amnistiar: a 104 se les ha 
denegado y 157 están pendientes de 
resolver, la inmensa mayoría de 
ellos son manifestantes y activistas 
o políticos y cargos públicos. Se ha 
denegado la medida de gracia a 75 
manifestantes, a 25 políticos, car-
gos públicos y empresarios. No se 
ha amnistiado solo a 4 policías im-
plicados en un operativo en el que 
se vació el ojo de un activista por 
una bala de goma.

Los 157 pendientes de amnistiar 
son 89 activistas y manifestantes, y 
68 políticos, cargos públicos y em-
presarios.
Las 403 amnistías concedidas han 
sido para 181 activistas, 158 poli-
cías y 64 políticos, cargos públicos 
y empresarios.

Las instancias judiciales 
y afines
El Tribunal Supremo (TS),  el 
Tribunal Superior de Justicia de 
Cataluña (TSJC),  el  Tribunal 
Constitucional (TC), el Tribunal de 
Just icia de la  Unión Europea 
(TJUE) son algunas instancias que 
todavía tienen que decidir sobre es-
ta norma. 

El Supremo, por ejemplo, espe-
ra la resolución que adopte el 
Tribunal Europeo de Luxemburgo, 
antes de conceder o no la amnistía 
al expresidente Carles Puigdemont 
y los exconsejeros Toni Comín y 
Lluís Puig, todos ellos todavía exi-
liados.

También los exconsejeros de 
ERC y Junts inhabilitados, como 
Oriol Junqueras, Jordi Turull, Raül 
Romeva y Dolors Bassa esperan la 
decisión del Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea después de recu-
rrir la decisión del Supremo de no 
amnistiarles anulada por el Tribunal 
Constitucional.

Martí Majoral, portavoz de 
Alerta Solidària, explicaba a Ara: 
«La mayoría de los políticos amnis-
tiados lo han sido por juzgados me-
nores; el TS, el TC y el TSJC para-
lizan la aplicación de la Ley porque 
hay muchos jueces que la boico-
tean». Majoral piensa que la senten-
cia del TJUE puede ser la clave 
para romper muchos casos paraliza-
dos.

Manuel Cuso

El acoso contra el Gobierno
En abril de 2024, el presidente Pedro 
Sánchez se dirigía a la ciudadanía me-
diante una carta en la que informaba 
que se tomaba unos días de reflexión 
para ver si seguía, o no, al frente del 
Ejecutivo. Recordemos el motivo: 
Sánchez denunciaba que se había pues-
to en marcha una «estrategia de acoso 
y derribo» contra su Gobierno y contra 
su partido, de la que participarían des-
de el PP y Vox, hasta diversos medios 
y jueces. Estrategia que incluía también 
el ataque personal, ejemplificado en la 
apertura de diligencias de un juzgado 
de Madrid contra su mujer, Begoña 
Gómez, por presunto tráfico de influen-
cias tras una denuncia de la organiza-
ción ultra Manos Limpias, sobre la 
base de recortes de prensa. 

En medio de mucha expectación, 
Sánchez comunicó posteriormente que 
había «decidido seguir, con más fuerza 
si cabe», dejando un mensaje en el que 
prometía luchar «contra el fango y las 
prácticas tóxicas». La promesa se tra-

dujo en el llamado Plan de Acción por 
la Democracia que presentó en el 
Congreso de los Diputados tres meses 
después, en el que se recogían 31 me-
didas «para luchar contra la desinfor-
mación y los bulos» y mejorar la trans-
parencia en los medios de comunica-
ción. En realidad, a día de hoy, de todos 
los puntos anunciados, solo siete se han 
puesto en marcha. O había poca volun-
tad de tirar adelante dicho plan o, en 
realidad, no se confiaba mucho en que 
sirviera de algo. 

Señalemos que han pasado dos 
años de lo anunciado por el presidente, 
y todavía continúa el runrún de la cau-
sa abierta por el juez Peinado contra la 
esposa de Pedro Sánchez, incluso con-
tra la opinión de diversas instancias 
judiciales que han pedido su archivo. 
Aún más, este mismo juez llamó a de-
clarar a Pedro Sánchez y al ministro 
Félix Bolaños, mientras sigue la causa 
esperpéntica contra el hermano del pre-
sidente.

Un país en manos de los jueces fran-
quistas, la UCO y la UDEF

Del llamado Plan de Acción por la 
Democracia ya nadie se acuerda, mien-
tras que la ofensiva judicial no conoce 
tregua: sincronizando causas judiciales 
para hacerlas coincidir con determina-
dos acontecimientos políticos, o agili-
zando a conveniencia algunas causas 
mientras otras se eternizan, o estable-
ciendo una doble vara de medir según 
interese ir o no a por alguien. En la 
estela de los diversos escándalos y abu-
sos judiciales y policiales acreditados, 
cometidos contra los republicanos ca-
talanes o contra Podemos. El penúlti-
mo y más relevante de los cuales por 
su trascendencia, la condena al fiscal 
general del Estado, acusado de filtrar 
los correos de la pareja de la presiden-
ta de la Comunidad de Madrid, según 
recoge la sentencia, por la sencilla ra-
zón de que tuvo que ser él o «alguien 
de su entorno». En la maquinaria repre-
siva que montó el franquismo en la 
inmediata postguerra (los procedimien-
tos sumarísimos que constituyeron un 
auténtico atropello jurídico), pueden 
encontrarse sentencias dictadas por 
consejos de guerra con razonamientos 
similares, e incluso un poco más ela-
borados. 

Lo que vino a decir Pedro Sánchez 
en 2024 es que la campaña de acoso y 
derribo, que empezaba a coger vuelo 
en aquel momento, era el resultado del 
carácter antidemocrático de las dere-
chas en España, y de su no aceptación 
de los resultados electorales. Lo que es 
completamente cierto, aunque parcial. 
El origen de las derechas representadas 
políticamente por el PP y Vox no es 
otro que el franquismo. Y el tufo que 
desprenden no es simplemente el de 
una pulsión antidemocrática, que nace 
como consecuencia de un revés electo-
ral que les ha dejado de nuevo en la 
oposición. Sánchez ha utilizado el tér-
mino «fachosfera» en diversas ocasio-
nes para referirse a todo este mundo, 

pero también y sobre todo para no men-
cionar lo que es el problema principal: 
la herencia franquista incrustada en el 
aparato de Estado, y en los poderes 
económicos y mediáticos de este país, 
que se ha demostrado incompatible con 
la democracia. Es decir, la existencia 
de un régimen que hace 50 años no tu-
vo más remedio que aceptar conquistas 
y libertades, arrancadas mediante la 
lucha contra la Dictadura, pero que no 
fue ni tan siquiera depurado. Y esta 
herencia, lejos de extinguirse biológi-
camente, ha ido transitando con la co-
rona encima.

Pero, ¿por qué toda esta inquina con-
tra Pedro Sánchez?

A raíz de la imputación del expre-
sidente Zapatero, el ministro Óscar 
Puente denunció hace unos días la exis-
tencia de «una conspiración para tum-
bar al Gobierno con métodos no demo-
cráticos». El ministro Bolaños insinuó 
algo parecido, mientras que el secreta-
rio general de Madrid, Óscar López, 
afirmó en el reciente congreso federal 
de las Juventudes Socialistas que «ni 
nos rendimos, ni nos chupamos el de-
do». Más comedido, Pedro Sánchez ha 
llamado a resistir y «a gobernar hasta 
2027 y más allá». 

Sin embargo, hace falta algo más 
que declaraciones para parar la ofensi-
va franquista. Es una evidencia que el 
frente judicial-político-mediático quie-
re acabar con el Gobierno no por la 
supuesta corrupción, sino porque es un 
obstáculo para aplicar determinadas 
políticas. El «sanchismo», al que sus 
enemigos separan de los socialistas 
«buenos», está en el punto de mira por-
que ha renunciado, por sus propias ra-
zones, a uno de los pilares de sosteni-
miento del régimen (los Pactos de 
Estado PP-PSOE, aunque no por ello 
deje de apoyarlo) y ha tenido la osadía 
de llevar al rey a firmar la Ley de 
Amnistía. Está en el punto de mira por-
que, cuando todos los dirigentes euro-

peos asumen y callan el genocidio 
desencadenado por el Estado de Israel 
contra el pueblo palestino, se ha 
opuesto a ello y lo ha denunciado. 
Porque se ha negado a ser un simple 
comparsa de Trump, y ha impedido 
que las bases americanas en España 
sean utilizadas en la guerra ilegal con-
tra Irán, o se ha negado a subir el gas-
to en defensa hasta un 5% tal y como 
le exige la OTAN y el presidente nor-
teamericano. Sin duda, es por todo 
ello y porque, aún con limitaciones, 
ha atendido reivindicaciones de los 
trabajadores como fijar por ley la su-
bida de las pensiones según el IPC, o 
el incremento acumulado desde 2018 
del SMI en un 66%. 

Desde luego, hay aspectos «nacio-
nales» que explican esta inquina con-
tra Pedro Sánchez, y la determinación 
de la herencia franquista en acabar con 
su Gobierno por medios electorales si 
es posible, o por otros medios si es 
necesario. Pero esto tiene que ver con 
la «ola» que recorre el mundo y la de-
riva hacia el autoritarismo. Es lo que 
pretende hacer Trump en los Estados 
Unidos, eliminado distritos electora-
les que no le son propicios. Lo que 
necesita el capital son Gobiernos que 
no ofrezcan ninguna resistencia a la 
política de guerra y rearme. A los pla-
nes que van a suponer inevitablemen-
te acabar con derechos y conquistas. 
A Sánchez se le quiere destruir no 
solo por lo que hace, sino también y 
en gran medida, por lo que no hace.

Que se pretenda acabar con el 
Gobierno por métodos no democráti-
cos, no solo es un problema del PSOE. 
Incumbe a todos los que se reclaman 
de los trabajadores y de los pueblos, 
independientemente de lo que haga o 
deje de hacer el Gobierno. Lo que es-
tá en juego es si un Gobierno debe 
estar en manos de quienes lo eligen, o 
de los jueces, la UCO y la UDEF. 

Josep Antoni Pozo

El poder judicial 
y el caso Mazón
El 30 de mayo, por 19.ª vez, más de 
10.000 ciudadanos se manifestaban 
por las calles de centro de Valencia. 
La movilización exigía la supresión 
del aforamiento del expresidente de 
la Generalitat y su comparecencia 
ante el Juzgado de Catarroja. 

Diecinueve meses después de la 
catástrofe, las organizaciones convo-
cantes denuncian que Mazón mantie-
ne su acta de diputado y que las po-
líticas del Consell siguen comprome-
tiendo la seguridad de la población.

Las asociaciones de víctimas de-
nuncian el bloqueo de la instrucción 
judicial y que sus solicitudes son 
ignoradas por las instituciones res-
ponsables. Acusan a las autoridades 
de falta de voluntad política para fa-
cilitar el esclarecimiento de los he-
chos y señalan retrasos en la petición 
de diligencias clave, que han dificul-
tado el avance de la investigación.

Subrayan que la gestión de la 
emergencia supuso un «abandono 
institucional» e insisten en que, de 
haberse actuado con mayor rapidez 
y diligencia, muchas de las víctimas 
podrían haberse evitado. Rechazaron 
los intentos de «pasar página» sin 
depurar responsabilidades e insistie-
ron en la necesidad de que la inves-
tigación judicial continúe sin inter-
ferencias políticas.

No les falta razón, los tribunales 
actúan de parte (en defensa de Mazón 
y del PP-Vox), buscan enterrar la 
causa judicial abierta por la jueza de 
Catarroja, que ha acumulado pruebas 
más que suficientes para que Mazón 

sea juzgado y condenado por su ac-
tuación negligente y criminal.

Señalamos algunos hitos que 
contradicen la hipótesis de la «inde-
pendencia» del aparato judicial: el 
24 de febrero la magistrada que in-
vestiga los hechos en el Tribunal de 
Instancia de Catarroja, solicitaba al 
Tribunal Superior que investigase al 
expresidente, aforado por ser diputa-
do. El auto del TSJ-CV no ve indi-
cios de delito en la actuación de 
Mazón, al que considera irresponsa-
ble («no garante» en términos jurídi-
cos) de la tragedia.

La jueza cita entonces a Mazón a 
declarar como testigo. Así las cosas, 
Mazón solicita personarse en la causa, 
lo que el Tribunal de Catarroja le de-
niega. Recurre ante la Audiencia 
Provincial, que le da la razón y le per-
mite personarse bajo la figura de «pre-
imputado», categoría que le permite 
evitar ser citado como testigo, conocer 
todo el sumario y atacar las partes de 
la investigación que lo inculpen. 

Su defensa ha anunciado que «es-
tudiará detenidamente la causa y va-
lorará la impugnación de las diligen-
cias que hayan excedido los límites 
propios de la instrucción o afectar 
indebidamente a derechos funda-
mentales». Negro sobre blanco: im-
pugnará todas las diligencias que 
contradigan la supuesta «inocencia» 
del muy miserable Mazón.

Blas Ortega
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Valencia: 
Entrevista a Beatriu Cardona y Vicent Mauri
En la plaza de la Virgen de Valencia, 
un centenar de tiendas de campaña y 
algunos toldos muestran la resistencia 
de los profesores en huelga indefinida. 
Alrededor de la acampada se organizan 
distintas actividades. Encontramos a 
Vicent Mauri, exportavoz del STE-PV, 
en un programa de Ràdio Vaga sobre la 
huelga de la enseñanza de 1988 y a 
Beatriu Cardona, actual portavoz de 
Intersindical. Conversamos con ellos 
sobre la huelga y la acampada

Información Obrera: ¿Qué os pa-
rece la acampada?
Beatriu y Vicent: Es una iniciativa 
muy buena y muy importante, supo-
ne un soporte a la huelga y lleva los 

problemas de la educación pública a la 
calle. Permite socializar la lucha con 
otros colectivos de defensa de la educa-
ción pública.

Tampoco es la primera vez que se 
realiza una acampada por la educación 
pública. Por ejemplo, en Argentina, la 
que se llamó Carpa Blanca que tuvo lugar 
desde 1997 hasta 1999, que constituyó 
un hito para toda América Latina.
Hay que destacar la gran solidaridad que 
han mostrado las familias con la huelga 

y el que en los pueblos también se están 
realizando acciones de lucha.

IO: Mañana os han convocado a 
una mesa de negociación, ¿qué es
peráis de ella?

B y V: Han convocado la mesa de ne
gociación, pero no hay interés real 
de negociar. Menos de 24 horas an-
tes aún no tenemos el documento 
que va a presentar Conselleria; ade-
más, nos han convocado a las 2 de 
la tarde, si quisieran negociar nos 
hubiesen citado a primera hora de la 
mañana para que hubiera tiempo.

No obstante, la tremenda movi-
lización de los profesores en huelga 
les ha obligado a incorporar algunas 
mejoras, pero hasta ahora insuficien-
tes.

Esta huelga, por la amplitud del 
seguimiento y la extensión territo-
rial, puede provocar cambios socia-
les importantes

IO: ¿Qué perspectivas tenéis?
B y V: Nunca se había convocado 
una huelga indefinida en la enseñan-
za pública, son 80.000 profesores, 
más las familias. 

Es un conflicto muy enraizado y 
de larga duración y, más allá de un 
documento con objetivos específi-
cos, lo que pretendemos es transfor-
mar la escuela pública. 

Como decimos, la perspectiva es 
a largo plazo, se trata de empoderar 
al profesorado en asambleas con el 
sindicato, en la movilización, de 
crear conciencia colectiva y de que 
la lucha se traslade a otros sectores.

La huelga en la enseñanza públi-
ca es hoy un referente, que puede 
extenderse a toda la función pública, 
que sufre una situación similar a la 
de la educación pública.

Entrevista realizada por 
Blas Ortega

Valencia: 
Las espadas siguen en alto, todo es posible.
Ante la masiva huelga indefinida en la educación pública, la Generalitat sigue retrocediendo

El jueves 4 por la mañana, decenas 
de miles de profesores se manifes-
taban por el centro de Valencia. Era 
la respuesta a la negativa a negociar 
nada que no estuviese ya incluido 
en el  acuerdo-ult imátum de la 
Conselleria de Educación, rechaza-
do por el 91% de los profesores y 
aceptado por los sindicatos afines 
al PP (ANPE y CSIF), y a la bruta-
lidad policial. Los docentes tenían 
e l  apoyo  de  los  bomberos  de 
Valencia y del Consorcio Provincial, 
de los trabajadores de la EMT, de 
los  es t ibadores  de l  puer to  de 
Valencia y de otras empresas. 

La fuerza de la movilización, 
entrada ya la cuarta semana de 
huelga indefinida, provocó un nue-

vo retroceso del Gobierno de la 
Generalitat, que esa misma mañana 
convocó a los sindicatos promoto-
r e s  d e  l a  h u e l g a  ( S T E P V-
Intersindical, UGT y CC OO) a una 
mesa de negociación, comprome-
tiéndose a enviarles un documento 
con mejoras respecto al que ya ha-
bía dado por cerrado. 

Sería largo contar las amenazas, 
las mentiras y la manipulación de 
la Conselleria; baste decir que el 
documento se les entregó a los sin-
dicatos al inicio de la reunión, sin 
que los representantes sindicales 
pudiesen saber cuál era su conteni-
do, y cuando el documento ya se le 
había entregado a la prensa y remi-
tido por correo electrónico a los 

80.000 docentes.
Para la consejera no se trataba de lle-
var adelante ninguna negociación, 
sino de atacar el derecho a la nego-
ciación colectiva y a los sindicatos 
que defienden las reivindicaciones, 
todo bajo la ficción de que eran los 
representantes sindicales los que no 
querían negociar. 

La Conselleria lo ha intentado to-
do: después de un curso escolar ente-
ro en el que ha despreciado el derecho 
a la negociación de las demandas de 
los profesores con los sindicatos, ha 
pretendido enfrentar a profesores y 
familias, ha acusado a los docentes de 
haber agredido a los directivos de la 

Conselleria y a los sindicatos firmantes, 
les han acusado de actuar por motivos 
políticos, ha solicitado la intervención 
de los antidisturbios en las concentra-
ciones ante la Conselleria, y la alcaldesa 
para desalojar a los acampados en la 
plaza de la Virgen (seguramente con los 
mismos métodos con los que se agredió 
brutalmente a una profesora jubilada); 
para colmo del ridículo, la Conselleria 
hizo retransmitir en directo la sesión de 
negociación. 

La Mesa de las Cortes, presidida 
por Vox, pretende denunciar ante la 
Fiscalía del Estado a tres profesores 
que protestaron allí dentro, por un de-
lito de atentado contra las instituciones 

del Estado, ¡nada menos!
En todo han fracasado la consejera y 
el Gobierno de la Generalitat. Mientras 
se desarrollaba la sesión de la mesa de 
negociación, una manifestación masi-
va convocada por la Plataforma per 
l’Ensenyament Públic, de la que forma 
parte la Federación de Asociaciones de 
Madres y Padres de Alumnos, recorría 
bajo la lluvia el centro de Valencia.

El gobierno de la Generalitat, con-
tra su voluntad, ha tenido que sentarse 
a negociar y aportar algunas mejoras. 
El último documento presentado in-
cluye una inversión de 3.300 millones, 
cuando días antes del inicio de la huel-
ga indefinida, la Conselleria de 
Educación estimaba en 2.400 millones 
el coste de las reivindicaciones de los 
docentes, lo que «superaba la capaci-
dad financiera» de la Generalitat. 
Amplía las plantillas en 7.700 profe-
sores más, reduce las ratios y acorta el 
calendario de la reducción, por prime-
ra vez se compromete a reducir las 
ratios en FP y en las Escuelas Oficiales 
de Idiomas; por último, amplía la in-
versión en infraestructuras. Sin embar-
go, no modifica su oferta anterior en 
inclusión educativa, ni en los puntos 
de retribuciones y enseñanza en valen-
ciano, rechazados por los docentes y 
los sindicatos STEPV-Intersindical, 
CC OO y UGT. La mesa terminó sin 
acuerdo, y volverá a reunirse el lunes. 
STEPV, UGT y CC OO van a realizar 
una consulta a los docentes.

Blas Ortega

Fédéra on Na onale de l’Enseignement de la Culture et de la Forma on Professionnelle Force Ouvrière 
6/8 Rue Gaston Lauriau 93513, Montreuil Cedex - 01 56 93 22 22 - fnecfp@fo-fnecfp.fr 

 

 

Comunicado de apoyo de la FNEC FP FO  
a la huelga en el sector educativo en España  

y a los sindicatos que la organizan 

 

Hemos tenido conocimiento de las huelgas en la enseñanza pública y universitaria en 
varias comunidades autónomas de España, en relación con reivindicaciones sobre las 
condiciones laborales, el número de alumnos por clase, los salarios, la polí ca de inclusión 
y la formación profesional, entre otras. Hemos visto que el 23 de mayo se celebraron 
manifestaciones muy importantes, acompañadas de una huelga masiva, que se ha 
prolongado, especialmente en Valencia, con el apoyo de los padres de los alumnos y de la 
población.  

Queríamos expresar el apoyo pleno y total de nuestra federación a este movimiento de 
huelga.  

En Francia, el personal de Educación ene las mismas reivindicaciones y busca organizarse 
contra los ataques a la escuela y los recortes presupuestarios. El presupuesto de 
austeridad crea condiciones de caos en la enseñanza, con clases masi cadas, falta de 
personal y la intrusión de la militarización en la escuela. La escuela inclusiva no es más 
que un eslogan tras el cual el Gobierno organiza la destrucción de la educación especial. 
Esta acumulación de ataques contra la escuela pública plantea la necesidad de organizar 
una huelga masiva, con el apoyo de toda la población, para bloquear al Gobierno de 
Macron. 

Estamos en contacto con un Comité Nacional de Defensa de la Escuela, formado por 
personal docente y padres, que busca organizar la movilización desde la base para 
sa sfacer sus reivindicaciones. Junto con la Federación FNEC FP FO, apoyamos sus 
inicia vas. 

 

Montreuil, 28 de mayo de 2026 
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CCOO y UGT anuncian 
huelga indefinida en 
la enseñanza pública 
madrileña en septiembre
El pasado 26 de mayo realizaron 
este anuncio los sindicatos CCOO 
y UGT, que suman prácticamente 
el 50% de la representación sindi-
cal en el sector: si el gobierno re-
gional no cede a las reivindicacio-
nes, «El verano no puede ser una 
pausa cómoda para quien tiene la 
responsabilidad de actuar. Es el 
plazo que le damos a la Consejería. 
Si en septiembre los docentes vuel-
ven sin respuestas, volverán en 
huelga», declaró Aida San Millán 
Martín, que es la secretaria general 
de la Federación de Educación y 
Servicios Socioeducativos de 
CCOO Madrid. La convocatoria es 
la respuesta al ataque sistemático a 
la enseñanza pública por parte del 
gobierno regional madrileño.

Por tanto, en septiembre no se 
iniciaría el curso, sino que se des-
plegaría una huelga que implicaría 
a unos 2.000 centros educativos, en 
los que trabajan unas 75.000 per-
sonas y estudian más de 800.000. 
Si se incorporara la universidad 
pública, entonces serían más de 
110.000 trabajadoras y trabajado-
res, así como más de un millón de 
estudiantes. Inmediatamente la 
CONFAPA, la Confederación de 
Asociaciones de Madres y Padres 
de la escuela pública madrileña hi-
zo público su apoyo a la convoca-
toria de huelga.

La situación que conduce a la 
huelga se concentra en un maltrato 
al personal que incluye bajos sala-
rios y carga lectiva muy elevada; 
masificación que provoca ratios 
antipedagógicas; una enorme carga 
de gestión burocrática sin sentido 
que desvía la atención del profeso-
rado de sus tareas pedagógicas; la 
ausencia de marco regulador de la 
Formación Profesional; el ahogo 
financiero con recortes mantenidos 
en personal y medios materiales, 
mientras se desvían fondos a los 
centros privados.

Por consiguiente se plantean las 
siguientes reivindicaciones:

1. Equiparación salarial, pa-
ra alcanzar el promedio salarial del 
Estado, máxime considerando que 
Madrid es la comunidad autónoma 
con mayor coste de vida.

2. Reducción de la carga 
lectiva, reestableciendo las 18 ho-
ras semanales en Secundaria e ini-
ciando el proceso que lleve a las 23 
en Primaria, como en otras regio-
nes.

3. Reducción de ratios en 
todos los centros públicos, así co-
mo para el alumnado con necesida-

des educativas por especialista en 
Pedagogía  Terapéut ica  y  en 
Audición y Lenguaje.

4. Marco regulador para la 
Formación Profesional, que regule 
las prácticas, defina las funciones 
y condiciones del profesorado y 
establezca un horario laboral justo.

5. Desburocratización de 
los centros, mediante la elimina-
ción de las tareas administrativas 
redundantes o innecesarias.

6. Inversión estructural en la 
educación pública, con un compro-
miso presupuestario real y sosteni-
do, que dote los fondos para perso-
nal, medios materiales y apoyos 
especializados, incluyendo un mar-
co normativo negociado para las 
condiciones de trabajo.
La movilización planteada es legí-
tima y plenamente acorde a la gra-
vedad de la situación. Ahora bien, 
aunque el gobierno madrileño des-
pliega una agresividad especial-
mente aguda, eso no significa que 
en otras comunidades autónomas 
no haya problemas, como revelan 
las potentísimas movilizaciones de 
estas semanas, en particular la 
huelga indefinida en la Comunidad 
Valenciana desde el 11 de mayo y 
en el primer ciclo de la Educación 
Infantil (de 0 a 3 años), desde el 7 
de mayo, en todo el Estado. Pero 
también en Cataluña, Aragón, 
Castilla-La Mancha, Andalucía, 
etc. 

«Cuantas más voces, mayor es 
la fuerza con la que podemos exigir 
lo que el profesorado madrileño 
lleva años mereciendo», plantean 
CCOO y UGT, invitando a incor-
porarse a la convocatoria a los de-
más sindicatos y otras asociaciones 
ligadas a la enseñanza. Tienen toda 
la razón y eso pasa también por 
incorporar inmediatamente a la 
preparación de la huelga a las uni-
versidades públicas,  cuya situa-
ción es tan dramática como hemos 
ido reflejando en los artículos al 
respecto publicados en los últimos 
números de Información Obrera. 
La enseñanza pública no es un sec-
tor cualquiera -aunque ninguno sea 
irrelevante-. En torno a ella se di-
lucida el derecho democrático a la 
educación. Fondos hay, lo que se 
requiere es la voluntad política de 
ponerlos a disposición de los servi-
cios sociales, cosa que se revela 
incompatible con el aumento del 
gasto militar, como se expresará 
masivamente en el mitin de Londres 
contra la guerra del próximo 20 de 
junio.

Xabier Arrezabalo

La lucha de las trabajadoras de las 
escuelas infantiles
El 23 de mayo se unieron a la huelga 
indefinida de las escuelas infantiles 
de Madrid, lideradas por el sindicato 
CGT y apoyadas por los sindicatos 
mayoritarios, las plataformas auto-
nómicas de todos los territorios del 
Estado español desde Atocha hasta 

la Puerta del Sol al grito de «No 
guardamos, educamos».  Las escue-
las infantiles son centros educativos 
regulados por la LOMLOE que cum-
plen requisitos pedagógicos adapta-
dos por la Administración pública y 
que garantizan el desarrollo de los 
niños para fomentar su aprendizaje 
y que son el sustento de miles de 
familias trabajadoras que demandan 
los servicios públicos en este sector.

Las compañeras reivindican la igual-
dad salarial entre centros públicos o 
centros públicos gestionados por 
empresas privadas donde la diferen-
cia de salario mensual puede rondar 
los 600 €, además de la pareja edu-
cativa ya que el modelo de inclusión 

sujeto a la normativa incluye meno-
res con necesidades especiales que 
necesitan de una educadora durante 
toda la jornada.

En Castilla La Mancha se empie-
za a gestionar una asociación para 
crear unidad de acción de todas las 
escuelas provinciales para gestionar 
las demandas laborales colectivas 
con encuentros de trabajo, gestionar 
permisos de movilizaciones, con-

centraciones y que sean escuchadas 
en la región. Es la continuación de 
la lucha que han emprendido las 
compañeras de Madrid.
Castilla La Mancha tiene 38 escuelas 
infantiles de titularidad autonómica 
que dan servicio a unos 3.000 meno-
res, el 4% del total nacidos en la 
región. A los centros se les ha recor-
tado el personal de mantenimiento, 
todos los centros tienen problemas a 
la hora de cubrir bajas médicas o 
traslados, llegando a dejar en mu-
chas ocasiones al personal de limpie-
za en absoluta precariedad entre las 
discrepancias por las Consejerías de 
Hacienda y Educación que incum-
plen el convenio y las mesas técnicas 
con los sindicatos. El engranaje de 
las escuelas infantiles engloba a co-
cineros, ayudantes de cocina, lim-
pieza, educadoras y dirección del 
centro y desconocemos los presu-
puestos anuales que deberíamos te-
ner asignados de forma pública para 
la justificación que la Administración 
aplica cuando hablan de «no hay di-
nero». Luego el combate ha de ex-
tenderse a todas las comunidades 
autónomas para mejorar las condi-
ciones salariales de todas y cada una 
de las escuelas.

Elsa Mora
Trabajadora E.I. 

Castilla La Mancha (Toledo)
Concejala IU Yepes

Cataluña
El rechazo docente al preacuerdo mantiene abierto el 
conflicto educativo 

El 29 de mayo, las organizaciones sindi-
cales USTEC, ASPEPC, CCOO y UGT 
alcanzaron un preacuerdo con el 
Departament d'Educació que incorporaba 
diversas mejoras respecto al acuerdo fir-
mado el 9 de marzo por la Generalitat con 
CCOO y UGT. Aquel acuerdo había sido 
recibido con fuertes críticas por amplios 
sectores del profesorado de la enseñanza 
pública no universitaria, que lo conside-
raban insuficiente para responder a las 
reivindicaciones acumuladas durante los 
últimos años. Los sindicatos CGT e 
Intersindical rechazaron desde el primer 
momento el nuevo preacuerdo y mantu-
vieron la convocatoria de huelga prevista 
para el 5 de junio.

Entre las mejoras introducidas por el 
preacuerdo destacaba la creación de un 
nuevo complemento retributivo de unos 
175 euros mensuales, que se sumaba al 
incremento aproximado de 215 euros ya 
contemplado en el acuerdo del 9 de mar-
zo. El conjunto de medidas salariales 
suponía una mejora progresiva de alrede-
dor de 400 euros mensuales hasta 2029. 
Asimismo, se ampliaba de 5.000 a más 
de 6.000 plazas la previsión de contrata-
ción de profesionales de apoyo para la 
escuela inclusiva y la administración se 
comprometía a convocar unas 2.000 pla-
zas de promoción al cuerpo de catedráti-
cos de enseñanza secundaria.

CCOO y UGT defendieron el prea-
cuerdo argumentando que suponía un 
anexo de ampliación al acuerdo firmado 
en marzo y que permitía consolidar me-
joras salariales y laborales ligadas al de-
sarrollo de los futuros presupuestos de la 
Generalitat. USTEC decidió someter el 
texto a consulta entre el conjunto del pro-
fesorado, mientras que ASPEPC realizó 
una consulta entre su afiliación.
La consulta organizada entre los docentes 
se convirtió en uno de los acontecimientos 
más relevantes del conflicto. Participaron 
60.686 profesores, alrededor del 61 % del 

censo convocado, y el resultado mostró 
un rechazo claro al preacuerdo: el 65,1 % 
votó en contra frente al 34,9 % que se 
mostró favorable. El resultado fue espe-
cialmente significativo porque USTEC, 
uno de los sindicatos firmantes, había 
pedido expresamente el voto favorable al 
texto. Por su parte, la consulta realizada 
por ASPEPC entre sus afiliados ratificó 
la firma del preacuerdo alcanzado con el 
Departament d'Educació. La consulta del 
sindicato de profesores de secundaria tu-
vo una participación del 53%, donde el 
63% de los votantes se manifestaron fa-
vorables al preacuerdo y un 37% se ma-
nifestó contrario al mismo. La aprobación 
del texto permitió a ASPEPC mantener 
su adhesión al acuerdo junto con CCOO 
y UGT.

A pesar de que la consulta general 
promovida entre el profesorado mostró un 
rechazo mayoritario al preacuerdo, el 
Departament d'Educació ha decidido apli-
car las medidas pactadas al considerar que 
el acuerdo cuenta con el respaldo de una 
mayoría sindical suficiente en la Mesa 
Sectorial.  El rechazo mayoritario reforzó 
la posición de las organizaciones que 
mantenían la movilización y contribuyó 
a que la huelga convocada para el 5 de 
junio siguiera adelante. Según los datos 
difundidos por el Departament d'Educació, 

el seguimiento de la jornada se situó en 
torno al 28 %, mientras que los sindicatos 
convocantes lo elevaron aproximadamen-
te al 30 %.

Además de la huelga, se registraron 
concentraciones y movilizaciones en di-
versos puntos de Cataluña, evidenciando 
que el malestar existente entre una parte 
importante del profesorado continuaba 
pese a las mejoras incorporadas al prea-
cuerdo.La decisión del Departament 
d'Educació de ejecutar el acuerdo pese al 
rechazo expresado por la mayoría de los 
participantes en la consulta docente sitúa 
el debate más allá de las mejoras salaria-
les y laborales pactadas. El conflicto ha 
puesto sobre la mesa una cuestión de fon-
do relacionada con los mecanismos de 
representación y legitimidad sindical en 
la enseñanza pública catalana. 

Mientras la administración y los sin-
dicatos firmantes apelan a la representa-
ción obtenida en las elecciones sindicales 
para justificar la validez del acuerdo, los 
sectores movilizados sostienen que una 
consulta con una participación superior a 
60.000 docentes y un rechazo del 65,1 % 
constituye una expresión directa de la 
voluntad del colectivo que no puede ser 
ignorada.

Pere Centelles
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Defender la sanidad 
pública es proteger 
la salud de todas y todos
El 31 de mayo, por quinto año con-
secutivo, convocada por las aso-
ciaciones vecinales de Madrid y 
otros colectivos agrupados en el 
espacio Vecinas y Vecinos de 
Barrios y Pueblos de Madrid, ha 
tenido lugar una macro manifesta-
ción, bajo el lema «Salvar nuestra 
Sanidad Pública es salvarnos a 
Tod@s». Movilización a la que se 
sumaron  UGT,  CCOO,  CGT, 
PSOE, IU, Podemos… entre otras 
muchas organizaciones.

Decenas de miles de personas 
llenaron las calles de Madrid en 
todo el entorno de la plaza de 
Cibeles. Curiosamente, Delegación 
de Gobierno,  Ayuntamiento y 
Comunidad de Madrid han coinci-

dido en minimizar esta gran mani-
festación, cada administración a su 
manera. Al margen de las cifras y 
los intentos de manipulación, hay 
datos que son objetivos e incontes-
tables:

No se contrata el personal ne-
cesario, ni con motivo del creci-
miento de la población ni siquiera 
para dar cobertura a las jubilacio-
nes que se producen cada año. La 
Comunidad de Madrid cerró 2025 
con una población de 7.113.886, 
con unas ratios de personal sanita-
rio por cada 1.000 habitantes muy 
por debajo de las europeas.

• Enfermeras. 6,54 por cada 
1.000 habitantes, frente a 8,19 de 
media en la UE.

• Pediatras. 0,86 por cada 1.000 
habitantes menores de 14 años, 
frente a 1,21 de media en el con-
junto de las comunidades autóno-
mas.

• Médicos de Familia. 0,77 por 
cada 1.000 habitantes, frente al 0,8 
de la media en el Estado.

• Camas hospitalarias. 1,9 por 
cada 1.000 habitantes, frente a las 
5,1 de media en la UE.

El déficit de personal sanitario 
provoca una carga de trabajo que 
pone en riesgo tanto la salud de los 
trabajadores como la de los pa-
cientes. Además, este déficit de 
personal, en la Atención Primaria, 
provoca que el tiempo de espera 
entre que el paciente solicita una 
cita en su centro de salud y que es 
recibido por su médico supere de 
media los 10 días de espera, frente 
a las 72 horas máximas recomen-
dadas para medicina de familia.

El deterioro de las condiciones 
de trabajo del personal sanitario en 

Madrid ha llegado a tal extremo 
que los médicos internos residen-
tes (MIR), cuando terminan su 
formación, se niegan a aceptar las 
plazas que les ofrece el Servicio 
Madrileño de Salud (SERMAS), 
siendo especialmente preocupante 
la situación en medicina de familia 
y pediatría, especialidades en las 
que el 66% de las y los doctores 
rechazan trabajar en Madrid.

Aplaudo que los sindicatos y 
los partidos de la izquierda parti-
cipen y se sumen a las convocato-
rias de movilización de las asocia-
ciones vecinales. Sin embargo, 
pienso que, si la izquierda política 
y sindical quiere recuperar el pres-
tigio y la confianza de la mayoría 

social, deberían asumir un com-
promiso, acompañado con hechos, 
para combatir lo que están hacien-
do las derechas, contrarias a que el 
Estado sea un elemento de equili-
brio entre la clase pudiente y la 
clase trabajadora. Es decir, tienen 
que emitir un mensaje claro y en 
unidad contra la privatización de 
los servicios públicos.

Lo que está ocurriendo en la 
sanidad no es diferente a lo que 
pasa en la educación, en las resi-
dencias de mayores o lo que pre-
tenden hacer con las pensiones. El 
capital financiero; los fondos de 
inversión, las aseguradoras y las 
entidades bancarias, buscan inver-
tir sus grandes magnitudes de di-
nero para garantizar los beneficios 
para sus inversores y las astronó-
micas remuneraciones de sus di-
rectivos. Buscan explotar los ser-
vicios públicos, como el que en-
cuentra una mina y destroza la 
montaña hasta que saca el último 
grano de mineral.

Quienes viven de su esfuerzo, 
de su salario, necesitan la red de 
servicios públicos del Estado. 
Unos servicios pagados con los 
impuestos para garantizar salud, 
educación, atención cuando somos 
mayores y una pensión digna tras 
una vida entera de trabajo. Los ser-
vicios públicos no se pensaron pa-
ra el beneficio económico de unos 
pocos.

La mayoría social está dispues-
ta a movilizarse, las organizacio-
nes que se reclaman de izquierdas 
tienen que cumplir con su parte.

Roberto Tornamira
Presidente de ASTRADE

La sanidad pública en el País Valenciano: 
otro sector en ebullición

El conseller de Sanidad, Marciano 
Gómez, está aplicando un plan de 
ajuste presupuestario que aumenta 
hasta el límite los recortes que vie-
nen sufriendo hospitales y centros 
de salud desde hace años.
La sección sindical de UGT en La 
Fe denuncia «un severo recorte en el 
plan de vacaciones del presente ve-
rano». Tras un análisis contable, el 
sindicato ha advertido que «la admi-
nistración está camuflando un tijere-
tazo sin precedentes que condenará 
a las plantas de hospitalización, con-
sultas y centros de especialidades a 
una falta de personal crítica durante 
la época estival». Lo que derivará en 
el cierre de unas 135 camas en hos-
pitalización. Afirma UGT que «la 
partida global cae de los 7.229.301,51 
euros destinados a la contratación de 
sustitutos en 2025 a 7.050.292,28 
euros en 2026. Esto supone la reti-
rada directa de más de 179.000 eu-
ros. Un golpe a la línea de flotación 
asistencial y logística que castiga a 
todos los estamentos, que la admi-
nistración se empeña en precarizar. 
La Conselleria vuelve a cuadrar 

sus cuentas a costa de exprimir a 
los empleados públicos y precari-
zar la asistencia. Venden un plan 
de normalidad en los despachos, 
pero la realidad es que están mal-
tratando de nuevo a unos profesio-
nales que ya se encuentran al lími-
te de sus fuerzas».

Esta situación no es propia del 
hospital de referencia del País 
Valenciano. UGT y CC OO denun-
cian «la falta crónica de inversión en 
personal y recortes estructurales que 
amenazan con colapsar los servicios 
de urgencias hospitalarias en todo el 
territorio valenciano». Denuncian la 
falta de profesionales, la negativa a 
conceder libranzas y días de descan-
so, las bajas sin cubrir, la fuga de 
profesionales, y exigen la cobertura 
inmediata del 100% de las ausencias 
para evitar la degradación de la aten-
ción sanitaria.

La Conselleria no tiene dinero 
para contratar al personal necesario, 
pero sí para desviar 270 millones de 
euros a la sanidad privada en los 
años 2024 y 2025, supuestamente 
para «acabar con las listas de espe-

ra», que se reparten ocho grandes 
grupos de hospitales y clínicas pri-
vadas: Vithas (46,2 millones), 
Hospital Clínica Benidorm, dirigido 
por el hermano del conseller (25,3 
millones), Quirón Salud (22,6 millo-
nes), Grupo Imed (18,2 millones), 
Ribera Salud (10,4 millones) y Asisa 
(8,8 millones), entre otros.

Ni los trabajadores de la sanidad 
pública ni la población pueden so-
portar esta sangría. La disposición 
de los sanitarios a defender sus sa-
larios y sus condiciones de trabajo, 
que son el fundamento de la sanidad 
pública, no es lo que falta, ni el apo-
yo de la población trabajadora a su 
lucha. Lo que falta es la voluntad de 
los dirigentes sindicales, que tratan 
de evitar un conflicto como el de la 
educación pública, un choque con 
las instituciones de la privatización 
y el militarismo que, no obstante, 
está servido.

Cosme Ferrer

Mareas Blancas de Andalucía: cómo 
continuar la lucha tras las elecciones

Los resultados de las elecciones anda-
luzas abren la vía a un gobierno del PP 
y de Vox. La abstención obrera ha sido 
determinante, lo que demuestra que las 
distintas formaciones de izquierda no 
han sido capaces de movilizar a su 
electorado.

Moreno Bonilla ha ganado las elec-
ciones –perdiendo tan solo unos dipu-
tados– a pesar del enorme destrozo que 
sus políticas están haciendo en la sani-
dad pública andaluza, de escándalos 
como el del programa de cribado de 
cáncer de mama, en el que miles de 
mujeres con resultados dudosos se han 
quedado sin revisar, y ya hay varias que 
han desarrollado cáncer o, incluso, que 
han fallecido. 
Naturalmente, las mareas blancas no 

pueden ser responsabilizadas de los 
resultados electorales. Eso correspon-
de a los partidos que se presentaron a 
las elecciones. La actuación de las ma-
reas ha hecho que el porcentaje de an-
daluces y andaluzas que perciben la 
sanidad como un grave problema haya 
pasado de un 8 a más de un 40%. Y han 
animado numerosas movilizaciones en 
barrios y pueblos y grandes moviliza-
ciones centralizadas. 

Se  puede  dec i r  que  hay,  en 
Andalucía, organizaciones sociales con 
capacidad de movilización en el terre-
no de la vivienda y de la solidaridad 
con Palestina. Pero solo las mareas y 
los sindicatos tienen, además, un im-
portante nivel de organización. Las 
mareas han levantado mareas en mu-
chos pueblos y barrios, especialmente 
en Sevilla, Córdoba y Cádiz.

¿Qué perspectivas se abren para las 
mareas? 

Las mareas presentaron una ILP. 
Cuya tramitación fue aprobada por el 
Parlamento de Andalucía, donde el PP 
decidió tácticamente votar a favor de 
la tramitación, para luego atrasar su 
debate para después de las elecciones. 
Ahora tiene que debatirse su contenido 
en el Parlamento. Las mareas deben 
mantener la tensión social sobre esta 
tramitación, con las movilizaciones 
que sean precisas para evitar que la 
mayoría parlamentaria le dé la vuelta 
al contenido de la ILP. 

En segundo lugar, deben continuar y 
profundizar el trabajo de creación de 
opinión en defensa de la sanidad públi-
ca, de explicación de los recortes y sus 
consecuencias, de explicación a la po-
blación de cómo funcionan en realidad 
los seguros privados de salud. De cara 
a las elecciones generales, han de in-
sistir en la necesidad de que el dinero 
vaya a gastos sociales, y no al gasto 
militar, de que hay un presupuesto de 
urgencia finalista para reparar los gra-
ves recortes que la sanidad sufrió entre 
2010 y 2017, y desenmascarar las pro-
puestas de leyes y medidas que facili-
ten la privatización. 

Por supuesto, hay que mantener el 
trabajo de las mareas locales en las 
cuestiones concretas de cada localidad, 
en la defensa de su centro de salud o 
consultorio, en exigir una dotación su-
ficiente de médicos, pediatras y resto 
de profesionales. 

Además, deben desarrollar un tra-
bajo de creación y consolidación de 
mareas en los barrios de las grandes 
ciudades, desarrollar un trabajo en co-
mún con los sindicatos de la sanidad 
para unir a los trabajadores y trabaja-
doras de la sanidad pública a las accio-
nes de las mareas y trabar relaciones 
con las organizaciones estudiantiles 
para intentar incorporar a la juventud 
a la defensa de la sanidad pública. 

Luis González
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Conferencia contra la guerra en Berlín
Durante una conferencia celebrada el 
30 de mayo en Berlín, más de un cen-
tenar de militantes debatieron durante 
seis horas, repartidos en cuatro foros, 
sobre cómo construir una fuerza polí-
tica y sindical para oponerse a la polí-
tica belicista del Gobierno de Merz, a 
sus preparativos de guerra, a su rearme, 
a su militarización y a su guerra social.

Redacción de Soziale Politik, und 
Demokratie (SoPoDe)

En el foro internacional moderado por 
Ulrike Eifler, Peter Eisenstein de 
Noruega y Raif Hussein, periodista pa-
lestino, destacaron que el genocidio del 
pueblo palestino en Gaza se estaba ex-
tendiendo al Líbano, con la complici-
dad de los gobiernos alemán y euro-
peos. Algunos compañeros de Ucrania 
y Rusia, miembros de la PSL (Post-
Soviet Left), dejaron claro que sus pue-
blos no querían la guerra. Llamaron la 
atención sobre la dramática situación 
de los desertores que huyen de esta 
guerra sangrienta hacia los países de 
Europa y Alemania.

Durante el foro sindical moderado 
por Armin Duttine, Jörn Rieken (IG 
BAU) , Ralf Krämer (Arbeit und 
Gewerkschaft beim BSW / AGBSW)  

y Cem Ince (delegado sindical, dipu-
tado en el Bundestag, Die Linke) 
explicaron ue la política de guerra 
conlleva la destrucción industrial y 
un ataque contra todos los logros del 
Estado del bienestar. Para defender, 
por ejemplo, los salarios en las ne-
gociaciones colectivas, la jornada de 
8 horas, pero también los puestos de 
trabajo..., los sindicatos deben llevar 
a cabo una lucha ofensiva contra la 
política de guerra y la transición ha-

cia una economía de guerra.
Durante el foro juvenil moderado 

por Brigitte Klein (GEW) , profesora, 
Andrea Hornung, presidenta federal de 
la Juventud Obrera Socialista Alemana 
(SDAJ), explicó con firmeza que las 
manifestaciones de los estudiantes no 
eran fruto de un impulso espontáneo, 
sino que habían requerido largas discu-
siones. Jonas Winkler, de la asociación 
«Estudiantes contra los recortes socia-
les y la guerra» (ISA), describió cómo 
los estudiantes se implican en la lucha 
para defender los fundamentos mate-
riales de los estudios, víctimas de la 
política de austeridad, mientras se asig-
nan miles de millones al armamento. 
La militarización de las universidades 
se manifiesta sobre todo en la crecien

te subordinación de la investigación a 
las necesidades de la Bundeswehr y de 
la industria armamentística.

Durante el cuarto foro, moderado 
por Britta Brandau (Ver.di y miembro 
del consejo sindical), Carl Waßmuth, 
de Gemeingut in BürgerInnenhand , 
expuso en primer lugar cómo el 
Gobierno federal adapta sistemática-
mente todos los servicios públicos a la 
guerra. El profesor de medicina 
Andreas Umgelter y la presidenta del 
comité de empresa de Vivantes, 
Josephine Thyrét, ilustraron a conti-
nuación, tomando como ejemplo la 
asistencia sanitaria, hasta qué punto 
están ya avanzados los proyectos del 
Senado en materia de transición de la 
asistencia sanitaria civil a la militar. 
Mario Kunze (miembro del comité de 
empresa de Vivantes) mostró los efec-
tos de esta «preparación para la guerra» 
en Vivantes, ilustrando cómo se utiliza 
la política bélica para frenar la huelga 
de los trabajadores en el marco de la 
lucha salarial en curso. En su discurso 
de clausura, Gotthard Krupp declaró: 
bajo el gobierno de Merz, Alemania, 
como primera potencia imperialista de 
Europa y potencia dominante de la 
OTAN, desempeña un papel central en 
la escalada de las guerras. En su polí-
tica, se compromete cada vez más 
abiertamente a desempeñar el papel de 
parte directamente beligerante contra 
Rusia.

Queremos unirnos a nivel interna-
cional en la lucha contra la guerra. Ese 
es el sentido de la conferencia de 
Londres

1.-  Sindicato alemán del sector de la 
construcción, afiliado a la DGB.
2.-  Trabajo y sindicato, 
vinculado a la Alianza Sahra 
Wagenknecht.
3.-  Sindicato de la enseñanza.
4.-   «Bienes comunes en manos de los 
ciudadanos», iniciativa nacional con-
tra la privatización de los servicios 
públicos. Austria 

Manifestaciones masivas
«Dinero para educación, 
no para tanques»
Austria conoció los días 28 y 29 de 
mayo una oleada sin precedentes de 
manifestantes en las universidades: 
28.000 en la capital, Viena; 6.000 en 
Graz; 1.200 en Klagenfurt; y miles 
más en varias capitales regionales 
como Linz y Salzburgo. 

El motivo es que el gobierno tri-
partito formado por los dos partidos 
de derecha (ÖVP, NEOS) y el Partido 
Socialista (SPÖ) prevé recortes so-
ciales históricos en el presupuesto 
2027/2028: 54.000 millones de euros 
menos. Según las estimaciones, las 
universidades se verían afectadas por 
recortes de 2.500 millones. 

Austria se declaró «neutral» me-
diante un tratado en 1955 y, formal-
mente, no es miembro de la OTAN.

Pero hoy en día, el presupuesto 
militar de Austria se dispara: en diez 
años aumentará en 52.000 millones de 
euros, acumulados entre 2022 y 2032.
Los manifestantes establecen inme

diatamente la relación, como esta 
gran pancarta en Graz: «Dinero para 
educación, no para tanques». O esta 
pancarta frente a la sede del SPÖ en 
Linz: «Pensiones en lugar de caño-
nes». 

En este contexto, se está prepa-
rando una gran manifestación en 
Viena para el 10 de junio: «No al 
aumento del gasto militar en el pre-
supuesto 2027/28. Más dinero para 
la paz, lo social y el medio ambiente. 
Supresión de los privilegios fiscales 
sobre las rentas del capital».

Corrientes de la gran confedera-
ción sindical austriaca ÖGB, como 
el «Bloque Sindical de Izquierda» 
(GLB) o la «Iniciativa Sindical 
Comunista Internacional», apoyan 
esta manifestación de ruptura frontal 
con la política del Gobierno.

     
  

Frank Arnold

Última hora
La última noticia es que el líder del 
sindicato de estibadores griegos, 
Giorgos Gogos, y la codirectora 
del Movimiento por las Vidas 
Negras (RMT), Amara Enyia, de 
los Estados Unidos, intervendrán 
en persona. Se unirán al secretario 
general del RMT, Eddie Dempsey, 
y a Micaela Tracey-Ramos, del 
Comité Ejecutivo Nacional (NEC) 
de UNISON. 

Otros ponentes serán José 
Nivoi, del sindicato de estibadores 
de Génova; Felix Kreklow Rojas, 
uno de los líderes de las huelgas 

estudiantiles alemanas contra el 
servicio militar obligatorio; Peter 
Mertens, líder del Partido Obrero 
Belga; la sindicalista alemana y 
miembro del comité ejecutivo del 
Partido de la Izquierda, Ulrike 
Eifler; Medea Benjamin, de Code 
Pink (los Estados Unidos), entre 
otros. Compartirán la tribuna con 
figuras clave de todo el movimien-
to británico, entre ellas Jeremy 
Corbyn, Zarah Sultana, Daniel 
Kebede ,  Andrew Feins te in , 
Maryam Eslamdoust, John Rees y 
Fran Heathchote.

CATP del Baix Llobregat
Estimados compañeros y compañeras.
La delegación del Baix Llobregat 
al mitin contra la guerra estará 
compuesta por 15 personas. Entre 

las cuales hay desde miembros de 
Comité de Empresa, afiliados a 
UGT, CNT y de varias opciones 
políticas, como es característico 

del CATP. Hemos querido, en la 
hora de prepararla, que también 
sean compañeros y compañeras 
que participen de movimientos co-
mo, por ejemplo, la defensa del 
pueblo palestino frente al genoci-
dio del Estado sionista y de la lu-
cha por una vivienda digna, 

Y se ha priorizado la presencia 
de jóvenes. Como ya sabéis los 
que nos conocéis, no recibiremos 
ningún tipo de ayuda ni subven-
ciones de ninguna institución o 
administración; la independencia 
política se garantiza con la inde-
pendencia económica y no renun-
ciamos a este valor. 

Es por eso que estamos reali-
zando una campaña económica en 
la que podéis adquirir desde cami-
setas, chapas, así como participar 
en las distintas actividades reali-
zadas para ello.

Corresponsal
Asistentes a la “Paella popular” en Sant Boi de apoyo económico para el viaje a Londres.
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Gran Bretaña
Declaración de diez organiza-
ciones contra la militarización 
de la enseñanza superior

Leído en la web de Stop the War

«La Alianza de Universidades de 
Defensa (DUA) es una nueva ini-
ciativa del Ministerio de Defensa 
puesta en marcha en abril de 2026, 
cuyo objetivo es reclutar a 20 uni-
versidades miembros fundadores 
para crear una red estratégica entre 
las instituciones de enseñanza su-
perior británicas y el sector de la 
defensa. El objetivo de la alianza 
es establecer una “relación más es-
tratégica entre la defensa y el mun-
do universitario” […].

Esto significa que las institu-
ciones dedicarían recursos, capaci-
dades de investigación y servicios 
de orientación profesional a impul-
sar la tecnología militar y animar a 
los estudiantes a incorporarse a las 
industrias militarizadas, convir-
tiéndose así de facto en socios ofi-
ciales de la maquinaria bélica bri-
tánica. La DUA representa una 
peligrosa militarización de la edu-
cación superior que socava funda-
mentalmente la razón de ser de las 
universidades. […] 

Esta alianza amenaza la liber-
tad académica al reorientar las 
prioridades de investigación, que 
ya no tienen como objetivo abordar 
los retos sociales, medioambienta-
les y humanitarios urgentes, sino 
que se centran ahora en las aplica-
ciones militares; poniendo en peli-
gro la independencia institucional, 
al hacer que las universidades de-
pendan de la financiación proce-
dente del sector armamentístico y 
del ejército, así como de su alinea-
miento estratégico; favoreciendo 
las trayectorias profesionales mili-
tares. […]

En un momento en el que con-
tinúan los conflictos devastadores 
en el Congo, Sudán, Ucrania, 
Palestina y otros lugares, las uni-
versidades no deberían reforzar sus 
vínculos con industrias que se be-
nefician de la violencia, los despla-
zamientos de población, la ocupa-

ción y el sufrimiento humano. 
Rechazamos este marco.

Esta alianza supone una cre-
ciente militarización de nuestros 
centros educativos, lo que erosiona 
considerablemente su capacidad 
para seguir investigando sin la in-
fluencia de las empresas y el ejér-
cito.

Como organizaciones compro-
metidas con la educación, la justi-
cia, la paz y el interés general, ha-
cemos un llamamiento a las univer-
sidades, los estudiantes, el perso-
nal, los sindicatos y a las comuni-
dades locales a oponerse a esta 
iniciativa y a defender la educación 
como un espacio dedicado a la bús-
queda democrática, al pensamiento 
crítico y a la liberación colectiva. 

Esta declaración insta a las uni-
versidades a no convertirse en 
miembros fundadores y a no firmar 
la carta para sumarse a esta alianza 
nefasta. […]

Hay que oponerse a la Alianza 
de Universidades de Defensa.

La educación debe construir un 
futuro basado en la dignidad, la 
creatividad y la solidaridad, y no en 
los sistemas de armamento y la 
guerra.

Nuestras universidades deben 
seguir siendo espacios donde pue-
dan florecer el pensamiento crítico, 
la responsabilidad ética y la bús-
queda de la justicia, al margen de 
cualquier influencia militar y de 
cualquier coacción política. »

Firmantes: World Beyond War, 
Act ion  on  Armed Violence , 
Loughborough Action for Palestine, 
Stop the War coalition, Boycott, 
Divestment and Sanctions group, 
Univers i ty  Col lege London, 
C a m p a i g n  f o r  N a t i o n a l 
Disarmament, People & Planet, 
University & College Workers for 
Palestine, Quakers in Britain, 
Campaign Against Arms Trade.

Portugal
El 30 de mayo, cerca de 30 personas 
se reunieron en la sede del sindicato de 
docentes del Gran Lisboa para debatir 
sobre las formas de actuar contra la 
política de guerra y de guerra social del 
Gobierno portugués, a pocos días de la 
huelga general del 3 de junio. 

También participaron en el encuen-
tro militantes de Francia y Cataluña. A 
continuación reproducimos extractos 
de la intervención realizada en nombre 
del colectivo Canalha, que estará repre-
sentado en Londres.

A continuación reproducimos frag-
mentos de la intervención de Dinis, 
miembro de la delegación portuguesa 
al mitin de Londres, en nombre del co-
lectivo Canalha 

«Nos presentamos como el colec-
tivo Canalha, un grupo surgido de la 
necesidad de crear un espacio de ex-
presión propio, donde fuera posible 
entablar un diálogo y una acción inter-
generacional. Donde fuera posible em-
pezar a reflexionar sobre una resisten-
cia frente a la represión política actual, 
junto a aquellos que ya lo han hecho 
en el pasado, aunque en un contexto 
mucho más explícito de dictadura fas-
cista. […]

El PSD y el CDS , con el apoyo de 
Chega  y de Iniciativa Liberal, aproba-
ron ayer un proyecto de resolución 
destinado a convertir a los jóvenes en 
carne de cañón a cambio de 439 euros 
(¡la mitad del salario mínimo!) y un 
permiso de conducir. El programa titu-
lado «Defender Portugal», propuesto 
por los partidos en el poder, pretende 
alienar a los jóvenes de entre 18 y 23 
años utilizando como pretexto el sofis-
ma del nacionalismo y el patriotismo.

También parecen muy interesados 
en descongelar el importe de las tasas 
de matrícula, pero no dudan en propo-
ner programas remunerados disfraza-
dos de voluntariado en las Fuerzas 
Armadas portuguesas. Pretenden des-
viar a los jóvenes de la formación pro-
fesional, politécnica y universitaria 

hacia las Fuerzas Armadas. […] 
Mientras el debate sobre el servicio 
militar obligatorio espanta a los jóve-
nes en toda Europa, la objeción de con-
ciencia se enfrenta a una represión 
cada vez mayor. […]

Por eso yo, un joven de 23 años, lo 
digo aquí ante este público. ¡No! No 
voy a luchar. No voy a luchar por 485 
euros, no voy a luchar por el carné de 
conducir, no voy a luchar por los bene-
ficios extraordinarios de las grandes 
empresas, no voy a luchar por los pro-
pietarios, no voy a luchar por la políti-
ca de la miseria, no voy a luchar por el 
capitalismo. 

Como jóvenes, nos resulta muy di-
fícil imaginar un futuro digno, con ca-
lidad de vida. Sobre todo ahora, en un 
momento en el que buscamos incorpo-
rarnos al mercado laboral e intentamos 
salir del domicilio parental. […] Es 
imposible no rebelarse contra este sis-
tema que nos oprime. […]

Pensamos en particular en los jóve-
nes palestinos, cuya existencia nos ne-
gamos a olvidar […]. Es imposible 
luchar por un futuro mejor sin solida-
rizarnos con estos jóvenes, sin denun-
ciar la complicidad de los Estados eu-
ropeos con los genocidios en curso. 
[…] Consideramos imperativo criticar 
y resistirnos al patriotismo, a la cegue-
ra de la alienación nacionalista y a la 
negativa a criticar el pasado y el pre-
sente colonial de Portugal y de Europa.

Nos resistimos a la alienación na-
cionalista y tradicionalista que, con el 
pretexto del himno, la bandera y una 
supuesta camaradería, sacrifica a gene-
raciones enteras […)».

1.- El PSD y el CDS son los dos parti-
dos que forman la coalición guberna-
mental de derecha.
2.-  Chega es el partido de extrema de-
recha presidido por André Ventura.

Francia
Jóvenes contra 
l a  gue r ra  en 
París

El sábado 30 de mayo de 2026 
tuvo lugar la reunión de los fir-
m a n t e s  d e l  l l a m a m i e n t o 
«Jóvenes contra la guerra», que 
se enmarca en la continuidad del 
mitin contra la guerra de París (5 
de octubre de 2025) y en la pre-
paración del mitin del 20 de ju-
nio en Londres. Más de 150 
firmantes, así como invitados 
procedentes del Reino Unido y 
Alemania, intercambiaron opi-
niones con el objetivo de cons-
tituir un movimiento organizado 
contra la militarización. 

La constatación es clara: el 
imperialismo está preparando 
una guerra generalizada. Estados 
Unidos ataca a los pueblos so-
beranos secuestrando a sus jefes 
de Estado, bombardea  países de 
forma arbitraria y financia los 
genocidios en curso. 

En Europa, todos los países 
se están rearmando. Alemania 
ha modificado su Constitución 
para poder legalizar el déficit 
presupuestario con el fin de fi-
nanciar «el ejército más podero-
so de Europa», ha adoptado el 
servicio militar obligatorio el 5 
de diciembre de 2025, vigilando 
cada paso de todos los jóvenes 
nacidos después de 2008, y está 
poniendo en marcha un servicio 
militar «voluntario». 

La juventud alemana, por 
su parte, ha rechazado clara-
mente estas políticas cuando 
más de 50 000 jóvenes salieron 
a la calle el pasado 8 de mayo. 
En Francia también conocemos 
la austeridad en beneficio del 
ejército y el «voluntariado» 
orientado hacia los jóvenes de 
las clases populares. 

En este momento, asistimos 
a la implantación de tasas de 
matrícula diferenciadas en la 
universidad, lo que garantiza 
una selección social y racista de 
los estudiantes extranjeros. Así 
pues, para hacer frente a la bar-
barie que se le promete a la ju-
ventud, la asamblea de firmantes 
ha decidido mantenerse en con-
tacto a través de un grupo de 
debate que permita poner en 
común información y acciones. 

Y, dado que la lucha no se 
limita a su carácter nacional, se 
ha propuesto constituir una de-
legación para la marcha contra 
la militarización del 14 de junio 
en Bruselas. Por último, ante el 
discurso belicista impuesto a la 
juventud, se decidió organizar 
jornadas de acción frente a los 
cent ros  JDC (Jornada de 
Defensa y Ciudadanía), auténti-
cos puntos neurálgicos donde se 
construye el reclutamiento mili-
tar de los jóvenes, con el fin de 
expresar públicamente un recha-
zo claro a toda lógica de milita-
rización. ¡No vamos a ir!  
  André Coset
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PENSIONES

VII ASAMBLEA GENERAL DE COESPE
La VII Asamblea de COESPE (coordinadora Estatal por la Defensa del Sistema Público de Pensiones) refuerza la 
organización y amplía su compromiso con las luchas sociales

Los  d ías  26  y  27  de  mayo,  en 
Castelldelfels, COESPE ha celebra-
do su VII Asamblea General. Son ya 
diez años de organización defen-
diendo las pensiones públicas y fre-
nando la privatización de las pensio-
nes en este país, en un contexto de 
crecientes amenazas.

L a s  d i f e r e n t e s  M a r e a s , 
Plataformas y colectivos que forman 
parte de esta coordinadora, han tra-
bajado los documentos, han presen-
tado propuestas y han definido un 
plan de trabajo que han sido debati-
dos y aprobados en la asamblea, pa-
ra reforzar la organización y afrontar 
las tareas para el próximo periodo.

Se hizo la presentación de bien-
venida, así como la acreditación de 
las personas representantes de los 
territorios y las personas invitadas.

Se formó la mesa con un repre-
sentante de cada comisión y segui-
damente se leyeron los informes de 
las distintas comisiones: Legal, 
Internacional, Comunicación, Mujer, 
O r g a n i z a c i ó n  y  Te s o r e r í a ,  y 
Portavocía.

Seguidamente, se dio paso a las 
salutaciones de las delegaciones in-
vitadas, estando presente  el secreta-
r i o  g e n e r a l  d e  l a  U I S  ( U n i ó n 
Internacional de Sindicatos) una de 
las 12 UIS de la Federación Sindical 
Mundial, que leyó el saludo. 

En segundo lugar se leyó el salu-
do de Sindicalistas por la Auditoria 
por una compañera de Madrid, de-
seando un éxito a la lucha en defen-
sa de sistema público de pensiones 
basado en el sistema solidario de 
reparto.

No se leyeron todos los saludos 
por falta de tiempo, pero quedan re-
flejados en toda la documentación de 
la VII Asamblea, donde se demues-
tra la voluntad de COESPE de estre-
cha colaboración con el movimiento 

obrero organizado. En ese sentido, 
la Asamblea expresó también su so-
lidaridad con las luchas laborales en 
curso, haciendo referencia a las seis 
jornadas de huelga protagonizadas 
por los trabajadores del metal de 
Pontevedra y el apoyo a los profeso-
res en huelga.

La Asamblea se desarrolló bajo 
la preocupación por el incremento 
del gasto militar, la guerra y sus po-
sibles consecuencias sobre las pen-
siones, la sanidad, la dependencia y 
el conjunto de los servicios públicos.

Frente a ello, COESPE aprueba por 
unanimidad las resoluciones: 
• Solidaridad con el pueblo pales-

tino y la exigencia de ruptura de 
relaciones con Israel; 

• El apoyo a la reivindicación de 
ASJUBI40 para eliminar las pe

• nalizaciones a quienes se jubilan 
tras más de 40 años cotizados;

• La adhesión a la campaña por el 
derecho a la vivienda «La vivien-
da nos cuesta la vida»

• La adhesión a la Conferencia 
Internacional contra la Guerra, 
donde líderes sindicales, parla-
mentarios y activistas contra la 
guerra de toda Europa y Palestina 
se reunirán en Londres el 20 de 
junio en el contexto de oposición 
a las políticas del rearme y los 
gastos militares.

¡Ni un euro para la guerra!
No a la intervención militar contra 
Cuba. En defensa de la Sanidad 
Pública. Macro-Granjas (Castilla la 
Mancha), y apoyo a todas las luchas 
de la clase obrera que están en la 
calle en estos momentos.

En este contexto, la VII Asamblea 
General se plantea tres prioridades:
.- Reforzar la coordinación estatal 
(es imprescindible una coordinación 

solida entre territorios).
.- Fortalecer la organización (la de
fensa de los derechos públicos exige 
estructuras estables, transparentes y 
democráticas).
.- Impulsar un plan de trabajo ambi-
cioso y realista (campañas estatales, 
acciones de calle, iniciativas institu-
cionales, alianzas con otros movi-
mientos sociales, y seguir con nues-

tro discurso para que no se cuestione 
la sostenibilidad del sistema públi-
co).
COESPE recuerda que ningún dere-
cho social se ha conquistado ni de-
fendido sin organización y sin mo-
vilización. Cada avance en pensio-
nes, cada freno a los recortes, cada 
mejora en la protección social ha 
sido fruto de la presión ciudadana, 
de la presencia en las calles, de las 
campañas presentadas en el Congreso 
y de la capacidad de articular un mo-
vimiento amplio y persistente.
COESPE reafirma su compromiso 
de defender el sistema público de 

pensiones, luchar para garantizar 
pensiones dignas para todas las per-
sonas y proteger los servicios públi-
cos como hemos venido haciendo 
estos dos años para el colectivo de 
pensionistas y la clase obrera.

La actualización de la tabla rei-
vindicativa y las normas de funcio-
namiento, y las resoluciones que se 
han acordado en esta asamblea, nos 

permitirán seguir manteniendo la re-
sistencia y un movimiento social 
necesario ante un escenario político 
y económico que amenaza con nue-
vas regresiones sociales.

Nuestras exigencias inmediatas:
1.- Cláusulas de revisión salarial y 
de pensiones: activación obligato-
ria de cláusulas de garantía que 
compensen automáticamente la 
desviación de los precios.
2.- Exigimos medidas urgentes a los 
partidos políticos y al Gobierno  pa
ra frenar el saqueo de nuestras ren
tas, mientras tanto el aumento de los 

gastos militares y el rearme hacia la 
barbarie continúa.
3.- Los sueldos de la clase trabaja-
dora deben actualizarse bajo crite-
rios reales y no con estimaciones 
políticas a la baja.
4.- Pensión mínima al importe del 
SMI, avanzando hasta alcanzar el 
60% del SMN.
5.- Auditoría de la Seguridad Social: 

Exigimos transparencia absoluta 
frente a los discursos que auguran un 
colapso del sistema para justificar 
recortes y privatizaciones. Gastos 
militares para derechos sociales.

¡No a la guerra.!
¡Cumplimiento de la ley de la auditoría 
pública de la seguridad social.!
¡No a ley mordaza.!
Todos y todas a madrid el 24 de 
octubre, porque…
«Gobierne  quién gobierne ,  las 
pensiones y los servicios  publicos se 
defienden»

Ana P. (pensionista)

Crónica de un ultraje y un robo anunciados: el papa en España
Es evidente que las cosas no le están 
sal iendo bien al  nuevo hi jo de 
Mussolini y dictador del Vaticano, jefe 
de la que es una de las instituciones 
históricas más reaccionarias que ha 
conocido la humanidad.

La visita a España del papa está 
permitiendo aclarar muchas cosas que 
nos pueden ayudar a ver el futuro con 
más claridad a los trabajadores, a la 
juventud, al pueblo trabajador.

En primer lugar, nos puede ayudar 
a ver que cuando el IBEX 35, las em-
presas y multinacionales son las que 
financian y potencian el viaje de este 
sátrapa es porque tienen una comunión 
de intereses, que los elevados benefi-
cios que baten récords en el caso de 
unos repercuten en el otro. De hecho, 
varios medios vienen dando datos tales 
como que los más ricos marcan tres 
veces más que los más pobres la casi-
lla de la Iglesia en la declaración de la 
renta, lo que hace que se batan récords 
de ingresos para la organización que 
ampara la pederastia masiva a pesar de 
que descienda mucho el número de 
personas que marcan su famosa casilla.

En segundo lugar, este viaje nos 
permite ver con claridad que, a pesar 
de los esfuerzos de los Estados y 
Gobiernos de todos los colores por de-
fender el buen fondo caritativo e inclu-
so liberador de esta siniestra organiza-
ción y de sus papas, lo que vemos es 
una transmisión de más millones de 

euros a la Iglesia católica que son di-
fíciles de contabilizar por la opacidad 
tradicional.

Entran en sus arcas, en concepto 
de seguridad y despliegue policial, mi-
les de agentes de la Policía Nacional, 
Guardia Civil y policías autonómicas/
locales. que se movilizan en exclusiva 
(oficialmente, 7.000 policías en 
Barcelona y 14.000 en Madrid, donde 
el dispositivo de «seguridad» es supe-
rior al que hubo durante la cumbre de 

la OTAN), lo que implica miles de ho-
ras extra con cargo al Ministerio del 
Interior y las consejerías; la cesión 
gratuita de espacios públicos por el 
Estado, que le cede el uso gratuito de 
grandes recintos e infraestructuras (sin 
contar las islas Canarias, solo en 
Barcelona y Madrid el Estadio de 
Montjuic, la plaza de Cibeles, la plaza 
de Lima y hasta 80 institutos puestos 
a disposición de los obispos para alojar 
a los seguidores del papa), a lo que se 
añaden los gastos de gestión, equipos 
de megafonía, pantallas, etc.; la lim-
pieza y transportes públicos con sus 
sobrecostes; los beneficios e incenti-
vos fiscales (gasto indirecto) que per-

miten a los patrocinadores desgravarse 
de forma masiva sus aportaciones con 
una deducción del 85% en el IRPF, un 
45% en el impuesto de sociedades y 
un 95% en impuestos locales, tasas e 
Impuesto de Transmisiones.

Negocio redondo para el lobby 
bancario, empresarial y eclesiástico. 
Entre las empresas que se benefician 
de las desgravaciones fiscales se en-
cuentran: Telefónica, ACS, Iberia, 
Iberdrola, Indra (25% participada por 
el Estado), Mahou, El Corte Inglés o 
el Banco de Sabadell, con donaciones 
que suponen en muchos casos cientos 
de miles de euros para sufragar la vi-
sita del papa.

Según los datos de las administracio-
nes públicas, el coste del viaje del pa-
pa le supondrá al erario 25 millones de 
euros, pero otras estimaciones más 
fiables informan de que el coste real es 
de 56 millones, que saldrán de los bol-
sillos de los contribuyentes.

Y en tercer lugar, permite ver la 
gravedad de la descomposición de la 
inmensa mayoría de las organizaciones 
que se reclaman defensoras de los tra-
bajadores, de la democracia y de los 
pueblos y que en una inmensa mayoría 
se hacen públicamente cómplices de 
una organización que protege el dere-
cho de sus agentes a asesinar masiva-
mente cuando lo consideran conve-

niente (memoria histórica), a violar 
niños u oprimir y abusar de las mujeres 
como forma de vida habitual y que ha 
robado más de 100.000 propiedades 
con las inmatriculaciones.

¿Como podremos creer que el 
PSOE, el PCE/IU, Sumar, ERC o 
Bildu defienden los valores democrá-
ticos que dicen defender cuando con-
sideran que es normal que un regalo de 
Mussolini al imperialismo mundial, 
como es el Vaticano, debe ser tratado 
con normalidad institucional? 

La ruptura con el régimen de la 
Monarquía nacional católica y del im-
perialismo que la democracia exige no 
parece pasar por ellos.

Mikel González
Socio de Europa Laica. Bilbao

... las empresas del IBEX 35 son las que 
financian y potencian el viaje de este 
sátrapa ...

... dispositivo de «seguridad» es supe-
rior al que hubo durante la cumbre de 
la OTAN ...

La ruptura con el régimen de la Mo-
narquía nacional católica y del impe-
rialismo que la democracia exige no 
parece pasar por ellos.

Preparativos para la llegada del Papa
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ACTUALIDAD POLITICA

Los trabajadores autónomos 
necesitamos una voz propia
Tanto por su número, 3.400.000, co-
mo por su peso en la economía, por 
su influencia social, por su cercanía 
al resto de los trabajadores en los 
barrios y pueblos, los trabajadores 
autónomos parecemos estar en una 
especie de mercado permanente para 
evitar que nos movilicemos por 
nuestros propios intereses, manipu-
lándonos a favor de los de otros.

No es raro encontrarse un día y 
otro también el surgimiento de nue-
vas asociaciones, colectivos, plata-
formas que reclaman para ellos la 
representatividad de este colectivo 
de trabajadores y profesionales, tra-
tándonos como menores de edad.

Se da también la circunstancia 
repetida de que estas convocatorias 
sean muy personalizadas, con nom-
bres y apellidos de personas ligadas 
a sectores de servicios que los autó-
nomos necesitamos habitualmente. 
Y tampoco es extraño que tanto sus 
actitudes como sus discursos sean 

parecidos a los que salen de la deno-
minada extrema derecha PP-VOX1 
en muchos aspectos. Lo de vaciar la 
caja de la Seguridad Social no pa-
gando, pero sí gastando parece ser 
su obsesión.

¿Pero cuál es la situación real del 
sector y cuáles son sus reivindicacio-
nes más importantes? Para analizar 
esa difícil pregunta seleccionamos 
varios titulares de la web de UPTA, la 
Unión de Profesionales y Trabajadores 
Autónomos, integrada en UGT:
5 de cada 10 nuevas actividades autó
nomas desaparece antes del tercer 

año de vida. 14 mayo, 2026
UPTA rechaza las enmiendas so-

bre la pasarela al RETA por no ga-
rantizar jubilaciones dignas a los 
mutualistas. 26 mayo, 2026

UPTA denuncia que el nuevo 
modelo de jubilación flexible del 
Gobierno penaliza el autoempleo y 
frena el relevo generacional. 28 ma-
yo, 2026

La primera mitad de 2026 conso-
lida el cambio de modelo del trabajo 
autónomo en España. 2 junio, 2026

UPTA presenta la mayor reforma 
del Estatuto del Trabajo Autónomo 
de los últimos 20 años y reclama que 
el futuro del colectivo sea decidido 
por sus legítimos representantes. 3 
junio, 2026

La crispación política y la incer-
tidumbre institucional pasan a enca-
bezar las preocupaciones de los tra-
bajadores autónomos. 5 junio, 2026

Es evidente que la mayoría de las 
reivindicaciones o protestas del sec-
tor son contra las medidas o la falta 
de ellas por parte del gobierno de 
Pedro y Yolanda, lo cual abre puertas 
al aumento de la influencia de orga-
nizaciones que puedan aparecer co-
mo de enfrentamiento con este go-
bierno, aunque sean franquistas.

Como vemos, el futuro del sector 
necesita que los sindicatos de clase 
y las organizaciones de autónomos 
más cercanas a ellas giren en sus 
políticas asumiendo con firmeza las 
reivindicaciones de los 3,4 millones 
de autónomos que quieren seguir vi-
viendo de su trabajo, hoy muy ame-
nazado.

M.G.S. Bilbao

Crisis de la vivienda: 
construir la huelga general

En las últimas semanas se han rea-
lizado manifestaciones alrededor de 
todo el Estado para hacer frente a la 
crisis de la vivienda. Centenares de 
miles de personas han salido a las ca-
lles en las principales ciudades ante el 
hartazgo por la imposibilidad de acce-
der a una vivienda digna y el empobre-
cimiento que esto genera. 

En Catalunya la jornada no ha sido 
como el resto. Los principales sindica-
tos de vivienda junto los sindicatos de 
la llamada Taula Sindical de Catalunya 
(CGT, CNT, COS, IAC, Intersindical, 
CO.BAS y Solidaridad Obrera) han 
creado una plataforma llamada Viure 
ens costa la vida (Vivir nos cuesta la 
vida) convocando una jornada diferen-
te. Esta jornada ha consistido en una 
macro encuesta donde centenares de 
voluntarios por todo el territorio cata-
lán se han dedicado a preguntar sobre 
las condiciones de vida, salario y vi-
vienda a las personas en el espacio 
público.

La Plataforma analiza el contexto de 
la siguiente manera: 

«Llevamos años viviendo una 
ofensiva sostenida contra las condicio-
nes de vida de la clase trabajadora. 
Trabajar ya no garantiza vivir con dig-
nidad, cobrar un salario no asegura 
acceder a una vivienda digna. La pro-
ductividad mejora, pero la jornada la-
boral se mantiene. Los beneficios em-
presariales baten récords, pero los sa-
larios quedan estancados. El PIB sube, 
pero la precariedad se extiende.

La vivienda se ha convertido en un 
bien inaccesible para muchos de noso-
tros: hoy, el coste medio para acceder 
a un hogar supera el 50% de sus ingre-
sos. Mientras los grandes especulado-
res concentran cada vez más propieda-

des, las trabajadoras somos condena-
das a unos alquileres impagables, vivir 
endeudadas, sufrir pisos en mal estado 
o no poder independizarnos.

Esta ofensiva no se detiene en la 
vivienda y los salarios, también se ex-
tiende a los servicios públicos que sos-
tienen la vida cotidiana. […] Mientras 
tanto, los dineros públicos se dedican 
al aumento del gasto militar para librar 
guerras que hacen subir todavía más 
los precios».

Ante este análisis, al que me sus-
cribo al 100%, se plantea construir el 
camino para una huelga general que, 
según los impulsores, se salga de la 
dinámica de las «huelgas activistas» y 
jornadas de lucha. Esta huelga debe ser 
para parar la producción, para permitir 
pelear por nuevas conquistas para la 
clase trabajadora y dejar atrás las mo-
vilizaciones y un paradigma «a la de-
fensiva».

Para ello, se presentan una serie de 
reivindicaciones por las cuales luchar 

para construir la huelga general, que 
son las siguientes:

• Jornada laboral de 35 h. semanales 
y prohibición de las horas extraor-
dinarias.

• Aumento del SMI y las pensiones 
mínimas hasta 1.500 €.

• Vincular el aumento de los salarios 
al IPC.

• Bajada por ley del precio de los 
alquileres.

• Estabilidad habitacional, contratos 
indefinidos.

• Acabar con la especulación y el 
acaparamiento.

• Derechos sindicales en vivienda.

La mayoría de la gente, salvo que 
se haya preguntado a un empresario o 
a algún gran propietario, está de acuer-
do con hacer una huelga general. El 
problema no es ese, la voluntad existe, 
vivimos en un momento que, como 
bien dicen los organizadores de la jor-
nada del 6J, es de empobrecimiento 
generalizado. 

Para construir una huelga general 
hay que contar con todos los sindica-
tos, principalmente con UGT y CCOO 
que representan a la mayoría de los 
trabajadores en los centros de trabajo. 
Llevar este debate a los centros de tra-
bajo no se debe hacer con una lista de 
reivindicaciones cerrada, sino buscar 
las más determinantes y de ruptura con 
la ofensiva del capital, para llegar a 
acuerdos y, por lo tanto, asegurar la 
eficacia de la huelga.

El 6J en Catalunya ha sido el pri-
mer paso, queda todavía mucho cami-
no y mucha preparación para convocar 
una huelga general y pasar a la ofensi-
va.

Víctor Iniesta

UPTA presenta la mayor reforma del 
Estatuto del Trabajo Autónomo de los 
últimos 20 años 

Para construir una huelga general hay 
que contar con todos los sindicatos, 
principalmente con UGT y CCOO 

Acto en Madrid contra la guerra, el genocidio de Palestina 
y los ataques a las conquistas sociales

  Centro Social Autogestionado La Piluka, 4 de junio de 2026

 En este local del madrileño Barrio 
del Pilar tuvo lugar el acto, con un 
lleno total que dejó a personas de 
pie, lo que significó más de 60 asis-
tentes. 

El acto se inscribía en la prepa-
ración del mitin contra la guerra 
que se celebrará en Londres el 
próximo 20 de junio, y se había pro-
movido a partir de un llamamiento 
impulsado por responsables sindi-
cales y trabajadoras y trabajadores 
en general del sector de la enseñan-
za, que luchan por el derecho a la 
educación, amenazado directamen-
te en Madrid por los ataques del 

gobierno regional a todos los servi-
cios públicos, pero también, más 
ampliamente, por el desvío de fon-
dos al gasto militar. 

En particular, suscrito por res-
ponsables de CCOO de Universidad, 
del Sector de Educación de UGT, 
de la CONFAPA, Marea Palestina, 
Junta del AMPA de un colegio del 
distrito, Área de Educación de 
Podemos-Madrid, integrantes a tí-
tulo individual de Marea Verde, 
afiliados a diferentes sindicatos: 
C C O O ,  U G T,  S T E M ,  S TA S -
Intersindical, CGT. Incluso un gru-
po de docentes jubilados de Nimes 

(Francia), algunos de ellos afiliados 
al sindicato Fuerza Obrera. Y un 
grupo de docentes de la Comunidad 
Valenciana, actualmente en huelga 
indefinida.

El acto lo inició Jesús de Blas, 
en nombre de la coordinación del 
acto, explicando el mitin de Londres 
en continuidad con la conferencia 
y el mitin de París de los días 4 y 5 
de octubre pasado, destacando el 
apoyo del Sindicato Nacional de 
Educación de Reino Unido, con 
medio millón de afiliados, y cuyo 
secretario general, Daniel Kebede, 
intervendrá en el mismo. 

A continuación tomaron la pa-
labra sucesivamente 6 intervinien-
tes. En primer lugar, Teresa, en 
nombre del colectivo del local, ade-
más maestra y anteriormente traba-
jadora en Escuelas Infantiles, el 
sector en huelga desde el pasado 7 
de mayo (para la que en el mismo 
local se había hecho un acto de apo-
yo, con un aporte de más de 1000 
euros a la caja de resistencia). 

Después, Xabier Arrizabalo, 
p r o f e s o r  d e  l a  U n i v e r s i d a d 
Complutense, miembro de CCOO y 
de l  Comité  por  la  Al ianza  de 
Trabajadores y Pueblos (CATP); 
Teresa Aranguren, exprofesora en 
l a  U n i v e r s i d a d  d e  Ya r m o u k 
(Jordania) y posteriormente reco-
nocida periodista en zonas en con-
flicto, conocedora de primera mano 
del genocidio de Palestina; Elsa 

Mora, concejala de Izquierda Unida 
en Yepes (Toledo) y trabajadora en 
una  escue la  in fan t i l ;  Damián 
Rodríguez, portavoz estatal de la 
Coordinadora Estatal en defensa 
del Sistema Público de Pensiones 
(COESPE); finalmente, Andrés F. 
Baquero, profesor de Formación 
Profesional y secretario del Área de 
Comunicación y responsable del 
Área de Educación de 

Podemos en la  Comunidad de 
Madrid, cuyas compañeras Ione 
Belarra e Irene Montero estuvieron 
entre las primeras firmantes inter-
nacionales de las convocatorias pri-
mero de París y después de Londres.

Además, se leyeron comunica-
dos de apoyo al  acto de Jordi 
Salvador, diputado de Esquerra 
Republicana de Cataluña (ERC) en 
el  Congreso de los Diputados; 
Vi c e n t  G a r c é s ,  m i e m b r o  d e 
Izquierda Socialista País Valenciano 
y exeurodiputado; Pablo Quesada, 
participante en la Flotilla Sumud 
p o r  Pa l e s t i n a  y  m i e m b r o  d e 
Podemos; también del Sindicato de 
Estudiantes y de los mencionados 
grupos de Nimes y Valencia.

En el acto tomaron también la 
palabra Jesús Escribano, secretario 
de Universidad de la Federación de 
Enseñanza de Madrid de CCOO, y 
una compañera de Marea Palestina. 
Finalmente, no pudieron intervenir, 
pese a que estaba programado, 

Javier Becerra, secretario general 
de UGT-Enseñanza, y una persona 
representante de la Junta de la 
AMPA de un colegio del barrio.

El conjunto de intervinientes ex

presó su apoyo al encuentro de 
Londres y, por aclamación, se apro-
bó una resolución en los siguientes 
términos:

"Los asistentes al acto contra la 
guerra y el genocidio celebrado el 
día 4 de junio en el CSA La Piluka 
del Barrio del Pilar, como prepara-
ción del mitin de Londres contra la 
guerra del próximo día 20 de junio:

-Manifiestan su apoyo a la huel-
ga indefinida que sostienen los do-
centes del País Valenciano, así co-
mo a la huelga de las educadoras 
de 0-3 años en diferentes comuni-
dades.

-Y saludan el anuncio realizado 
por varios sindicatos y asociacio-
nes de padres/madres de alumnos/
as de realizar una huelga indefini-
da de la enseñanza de la Comunidad 
de Madrid a partir del mes de sep-
tiembre para que sean atendidas 
las necesidades de la escuela públi-
ca y de sus docentes, en la senda 
abierta por la huelga del País 
Valenciano."

Corresponsal

TRIBUNA LIBRE
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II nformación Obrera busca, con el intercam-

bio de noticias, propuestas y opiniones, 

ayudar a la lucha de los trabajadores en de-

fensa de sus intereses y por la democracia 

frente a las instituciones del capital.

Ayudar a la unidad de trabajadores y pue-

blos contra la OTAN y el euro, contra la Unión 

Europea del tratado de Maastricht, contra la 

Monarquía. Por una solución democrática: 

Cortes soberanas, derecho de autodetermina-

ción, unión de los pueblos en un marco repu-

blicano que libremente decidan.

Ayudar a los trabajadores a defender y re-

cuperar sus sindicatos como instrumento de 

sus intereses, basado en la democracia obrera 

y plenamente independiente del Estado, pa-

tronal e instituciones internacionales del ca-

pital.

Ayudar a resolver la crisis de representa-

ción política de los trabajadores, necesitados 

de instrumentos de acción política, de uni-

dad. 

Entre sus redactores y colaboradores hay 

sindicalistas independientes, militantes del 

Partido Socialista, de Izquierda Unida, y mili-

tantes de la Cuarta Internacional. 

Como tribuna libre de la lucha de clases 

está abierta a contribuciones de militantes, 

grupos o corrientes del movimiento obrero en 

un terreno de clase o de defensa de la demo-

cracia.

Forma parte del Acuerdo Internacional de 

los Trabajadores, confluencia de grupos, par-

tidos, organizaciones y militantes obreros de 

orígenes diversos, comprometidos en la de-

fensa de la clase obrera, de sus reivindicacio-

nes y de la independencia de clase de sus or-

ganizaciones contra los planes de la Organiza-

ción Mundial del Comercio, el FMI, el Banco 

Mundial, la OTAN y la UE.

 Xabier Arrizabalo, Isabel Cerdá, Manuel Cuso, Juan 

Miguel Fernández, José Gallego, Mikel González, Blas 

Ortega, Josep Antoni Pozo, Ángel Tubau.
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El sindicalismo en Euskadi ante los desafíos del siglo XXI
El sindicalismo vasco atraviesa un mo-
mento de profunda transformación. 
Aunque Euskadi sigue siendo uno de 
los territorios con mayor tradición sin-
dical y cobertura de negociación co-
lectiva del Estado, los cambios econó-
micos, tecnológicos y sociales obligan 
a las organizaciones sindicales a adap-
tarse a nuevas realidades para seguir 
siendo una herramienta útil para las 
personas trabajadoras.

Durante décadas, los sindicatos 
han sido protagonistas de la conquista 
de derechos fundamentales como la 
negociación colectiva, la estabilidad 
en el empleo, la mejora salarial, la pro-
tección social o la prevención de ries-
gos laborales. Hoy esos logros conti-
núan siendo esenciales, pero los desa-
fíos son diferentes. La digitalización, 
la automatización de procesos, el 
crecimiento del sector servicios y las 
nuevas formas de empleo exigen res-
puestas innovadoras que permitan 
proteger a los trabajadores en un mer-
cado laboral cada vez más complejo.

Desde una perspectiva sindical, 
uno de los principales retos es la de-
fensa del poder adquisitivo. A pesar de 
que Euskadi mantiene indicadores 
laborales más favorables que otras co-
munidades autónomas, muchas fami-
lias trabajadoras siguen sufriendo las 
consecuencias del aumento del coste 
de la vida, especialmente en ámbitos 
como la vivienda, la energía o la ali-
mentación. La negociación colectiva 
continúa siendo la principal herra-
mienta para garantizar salarios dignos 
y condiciones laborales adecuadas.
En este escenario, sindicatos como 
UGT reivindican el valor del diálogo 

social como instrumento para alcanzar 
avances reales y duraderos. La expe-
riencia demuestra que muchos de los 
derechos conquistados durante las úl-
timas décadas han sido fruto de la 
negociación entre sindicatos, empre-
sas e instituciones. Por ello, UGT de-
fiende un sindicalismo responsable, 
capaz de combinar la movilización 
cuando es necesaria con la búsqueda 
permanente de acuerdos que mejoren 
la vida de las personas trabajadoras.

La negociación colectiva sigue 
siendo uno de los pilares fundamenta-
les de la acción sindical. Los conve-
nios sectoriales y de empresa permiten 
adaptar las condiciones laborales a las 
necesidades de cada actividad econó-
mica y constituyen una herramienta 
esencial para reducir desigualdades y 
combatir la precariedad.

En Euskadi, donde existe una im-
portante tradición negociadora, el reto 
pasa por reforzar estos espacios de 
diálogo para responder a los cambios 
que está experimentando el mundo del 
trabajo.

Otro de los desafíos más impor-
tantes es conectar con las nuevas ge-
neraciones. El empleo actual es más 
diverso y menos estable que el de hace 
unas décadas. Los sindicatos deben ser 
capaces de representar también a quie-
nes trabajan en plataformas digitales, 
en actividades altamente tecnificadas 
o en sectores emergentes donde la cul-
tura sindical todavía es limitada. La 
capacidad de adaptación será determi-
nante para garantizar la vigencia del 
sindicalismo en el futuro.

Pero la acción sindical de UGT no 
se limita al ámbito estrictamente labo

ral. El sindicato ha mantenido históri-
camente un firme compromiso con la 
defensa de los derechos humanos, la 
paz y la solidaridad internacional. En 
este sentido, ha expresado de manera 
reiterada su apoyo al pueblo palestino, 
denunciando la grave situación huma-
nitaria que se vive en Gaza y reclaman-
do el respeto al derecho internacional 
y a los derechos fundamentales de la 
población civil. UGT considera que la 
defensa de los trabajadores no puede 
separarse de la defensa de la dignidad 
humana y ha participado activamente 
en iniciativas de solidaridad con las 
organizaciones sindicales palestinas, 
reclamando una solución justa, pacífi-
ca y duradera al conflicto.

En definitiva, el sindicalismo en 
Euskadi afronta una etapa decisiva 

marcada por profundos cambios eco-
nómicos y sociales. La capacidad para 
fortalecer la negociación colectiva, 
defender salarios dignos, combatir la 
precariedad y responder a las nuevas 
formas de empleo será clave para el 
futuro. En ese camino, UGT seguirá 
apostando por un sindicalismo útil, 
cercano y comprometido con la justi-
cia social, convencido de que el pro-
greso de la sociedad solo puede cons-
truirse desde el diálogo, la solidaridad 
y la defensa permanente de los dere-
chos de las personas trabajadoras, 
tanto en Euskadi como en el resto 
del mundo.

Raul Ayuso
Sindicalista UGT-Euskadi

El régimen es el corrupto y el corruptor
Los regímenes monárquicos y en 
particular el de los Borbones, si 
por algo se caracterizan, es por su 
corrupción. Y para mantenerse 
necesita a la vez corromper a los 
que los sostienen. Es decir, es co-
rrupto y corruptor. Necesita dis-
poner no solo de una fuerza repre-
siva, sino también de un poder 
judicial que lo defienda de las 
amenazas que osen debilitarlo o 
cuestionarlo. La monarquía apa-
rece por encima del bien y del mal 
como si fuera el garante de la es-
tabilidad política y como si fueran 
neutrales frente al «todos son 
iguales». 

Ya hemos recordado en estas 
páginas, sobre todo durante el de-
nominado «Procés» catalán y sobre 
todo tras la aprobación de la Ley 
de la Amnistía, cómo Aznar exigía 
que entrara de forma más determi-
nante el poder judicial con su 
«quien pueda hacer que haga» en 
la arena política. Y si alguien aún 
no había visto la careta de nuestro 
poder judicial, ha podido descu-
brirla en el juicio condenatorio 
frente al exfiscal general. 

La justicia nunca fue ciega. No 
tiene venda que la convierta en ino-
cente. La justicia se convierte en 
una verdadera herramienta coerci-
tiva en defensa del Estado. Y de 
igual manera actúan las fuerzas 
policiales y, en particular, todo lo 
que desarrolla la fase instructora 
actúa en ese sentido. 

El efecto túnel y el lawfare 
En criminología y en el derecho 
penal, existe lo que se denomina 
el «efecto túnel», que consiste en 
un sesgo cognitivo en el que los 
investigadores o fiscales se obse-
sionan con un único sospechoso. 

Esto los lleva a filtrar, descartar o 
ignorar cualquier evidencia que 
contradiga la culpabilidad preesta-
blecda de esa persona, pudiendo 
resultar en la condena de inocentes. 
Vamos, en pocas palabras, ya tene-
mos la sentencia, y ahora busque-
mos argumentos para motivarla. 

De la misma manera se ha 
apoderado y cada vez más el de-
nominado lawfare (guerra jurídi-
ca), aunque siempre existieron 
acusaciones falsas y sentencias 
condenatorias sin prueba alguna, 
y no me refiero a los juicios su-
marísimos de los fascistas duran-
te y después de la guerra, que era 
lo habitual, sino a lo largo de toda 
la dictadura franquista. 

Aun así, lo que más puede sor-
prender de este poder judicial es 
con qué diligencia y prepotencia 
denuncian, instruyen, juzgan y 
sentencian. Y sobre todo, cómo 
controlan los tiempos. Su impuni-
dad y su desvergüenza a la hora 
de disponer no ya de la vida de los 
imputados, sino del devenir de 
nuestro futuro, del de todos los 
ciudadanos, es más que sorpren-
dente. Que el lawfare o «la instru-
mentalización de la justicia para 
perseguir, neutralizar o destruir a 
adversarios políticos» es un hecho 
ya es innegable, y que nadie de-
bería menospreciar afirmando que 
todos son corruptos menos él, 
porque cualquiera puede estar 
condenado mañana. 

Esta instrumentalización requiere 
de unas características, que en el régi-
men monárquico se dan todas. 

La instrumentalización lo que 
pretende es deteriorar la reputa-
ción pública del rival mediante 
escándalos mediáticos derivados 
de la apertura de causas judiciales. 

Con falta de indicios sólidos, ya que 
se suelen iniciar investigaciones ba-
sadas en conjeturas, denuncias fal-
sas o filtraciones interesadas que 
raramente acaban en condenas fir-
mes. Y que además tienen un efecto 
distractor, ya que obligan al afecta-
do a invertir su tiempo, dinero y 
esfuerzo en defenderse legalmente, 
desgastando su capacidad de acción 
política. Y sobre todo que requiere 
de un apoyo mediático, ya que las 
acciones judiciales van acompaña-
das de una intensa campaña de di-
fusión en prensa para moldear el 
imaginario colectivo antes de cual-
quier juicio. 

Contra el Gobierno de Pedro 
Sánchez, al que llegó con el apoyo 
de todos los que no quieren que go-
bierne el PP con Vox, el régimen ha 
tenido que echar mano del poder 
judicial para revertir su política, es 
decir, aquella que suponga una zan-
cadilla a los intereses del capital y, 
en particular ahora, de Trump. 
Estarían encantados con un PSOE 
aún más servil, pero Pedro Sánchez, 
para sobrevivir políticamente, nece-
sita desmarcarse siquiera de forma 
simbólica frente a algunas decisio-
nes que le imponen. Se ve obligado 
a ralentizar los tiempos en el pago 
a la OTAN, a girar hacia la izquier-
da en temas como la guerra, la de-
fensa de los servicios públicos, el 
apoyo al pueblo palestino… Y toda 
Europa le hace brillar, temerosos de 
no poder controlar a una clase tra-
bajadora que pudiera romper los 
diques de contención y pudiera en-
cabezar un estallido ante los recor-
tes que se les preten de imponer.   

El objetivo está claro: tienen que 
tumbarle, si no electoralmente, ya 
que está dispuesto a finalizar la le
gislatura, deben utilizar todos los 

medios a su alcance. El que pueda, 
que haga. 

Más de 40 causas abiertas 
Actualmente, hay más de 40 causas 
en sedes judiciales pendientes de 
resolver, que afectan, aunque de di-
ferente calado, a casi todos los par-
tidos políticos del Congreso. De las 
40, al PSOE le corresponden 9 o 10, 
según se cuenten piezas separadas 
de las siguientes causas abiertas: la 
de su hermano y de su mujer (que 
lo son por su condición de familia-
r e s ) ,  e l  c a s o  Ko l d o ,  e l  d e 
Hidrocarburos y el de la Caja B del 
partido, el de Leire Díez (que afec-
ta también a Santos Cerdán), el caso 
Plus Ultra (Zapatero) y el ya cerra-
do del exfiscal general Álvaro 
García Ortiz. 

El resto se reparten entre el PP 
(unas 30), Vox, el caso Jordi 
Pujol… 
Más allá de las certezas o no de las 
imputaciones, el aluvión de causas 
judiciales no corresponde a una jus-
ticia que defienda la igualdad entre 
posibles imputados, ni en los tiem-
pos ni en la solidez de los argumen-
tos acusatorios… Y la reforma exi-
gida por muchas formaciones polí-
ticas del poder judicial es imposible 
bajo la Constitución monárquica. 
Solo la elección entre los ciudada-
nos (y no entre los propios jueces) 
de los magistrados del TS o de la 
Audiencia Pública (heredera del 
franquista TOP) puede, si no garan-
tizar, al menos hacer creer que la 
justicia es ciega.

Miguel González

1º Mayo, Bilbao

Información obrera abre sus páginas al 
debate sobre la actuación sindical
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En Líbano no hay una guerra, sino una limpieza étnica, 
como en Palestina
Entrevista a una militante de la Federación Nacional de Sindicatos de Obreros y Empleados (FENASOL) 

(extractos)

El sur del Líbano está siendo metódi-
camente destruido por el ejército is-
rael í  desde hace var ios meses. 
¿Podrías comentarnos la situación? 
¿Cómo viven los libaneses esta ofen-
siva? 

Lo que está ocurriendo en Líbano 
no es una guerra, ya que una guerra 
enfrenta a dos partes, mientras que 
aquí, en Líbano, hay un agresor y una 
víctima, dueña de la tierra y de la his-
toria del país frente a quien codicia su 
territorio.

La situación en el Líbano no deja 
de agravarse. Los ataques israelíes 
continúan de forma desenfrenada. Las 
aldeas fronterizas están destruidas y 
los bombardeos, que se reanudan con 
intensidad este lunes (1 de junio), 
apuntan al corazón de los suburbios 
del sur de Beirut, la Bekaa y el sur. 
[…] Se contabilizan más de 3 400 
muertos y 10 000 heridos desde el 2 
de marzo.

[…] La agresión cuenta con el res-
paldo político estadounidense y con la 
complicidad mundial y árabe oficial. 
Al igual que con las protestas contra 
el genocidio en Palestina, se constata 
que los pueblos, por su parte, no lo 
aceptan. La luz verde dada a Israel 
para destruir Palestina y Líbano no 
tiene precedentes desde la Segunda 
Guerra Mundial.

Para impedir cualquier acuerdo 
con Irán, Israel es capaz de intensificar 
su guerra de exterminio contra 

Líbano... De hecho, eso es lo que está 
haciendo actualmente...

Los gobiernos y los medios de comuni-
cación europeos repiten el argumento 
israelí de que se trataría de un conflic-
to contra Hezbolá. ¿Cuál es la realidad 
de Hezbolá hoy en Líbano?
Ya ninguna persona sensata puede aún 
creer honestamente que se trate de una 
guerra contra Hezbolá. Los libaneses 
son casi unánimemente conscientes de 
ello. Han matado a sus principales di-
rigentes y a cientos de sus miembros, 
han llevado a cabo la operación crimi-
nal de los buscapersonas y continúan 
su ofensiva utilizando los mismos mé-
todos que emplean en Gaza.

Los sionistas siempre han consi-
derado el sur de Líbano como parte de 
su territorio. El objetivo es apoderarse 
de los territorios, aunque ello suponga 
dejarlos inhabitables. A finales de ene-
ro, aviones agrícolas israelíes fumiga-
ron con productos químicos vastas 
zonas a lo largo de la frontera sur de 
Líbano. Posteriormente se reveló que 
se trataba de glifosato, un herbicida 
clasificado como cancerígeno por la 
Organización Mundial de la Salud. 
Según las imágenes de satélite, los 
efectos del uso de este pesticida se 
observaron en primavera, con grandes 
extensiones de tierras agrícolas con-
vertidas en tierras yermas. La destruc-
ción de iglesias, monumentos cristia-
nos históricos y del patrimonio del sur 

de Líbano demuestra claramente que 
Hezbolá no es más que un pretexto. 
Lo que quieren nuestros agresores es 
un dominio absoluto.

¿Cómo reaccionan las autoridades li-
banesas?
[…] La situación es trágica y el poder 
central ha renunciado a sus funciones, 
ese poder nombrado por Estados 
Unidos, Arabia Saudí y sus aliados... 
[…] Parece que la resistencia a la ocu-
pación y la mayoría del pueblo libanés 
constituyen el último obstáculo frente 
a lo que se denomina el acuerdo de 
Abraham para «normalizar» las rela-
ciones con Israel, pero no puede haber 
«normalización» con el Estado geno-
cida israelí, cuyo objetivo es anexio-
nar el sur del país.
Los libaneses sufren una auténtica ma-
fia del poder que desmantela el Estado 
mientras habla de soberanía, mientras 
que el embajador de Estados Unidos 
ha declarado que Líbano debe firmar 
un acuerdo de paz con Israel y que los 
libaneses a quienes no les guste, ¡solo 
tienen que emigrar! Por supuesto, no 
hemos oído ninguna objeción a esta 
provocadora declaración por parte de 
las autoridades.
Al contrario, al día siguiente de esa 
declaración, el ministro de Asuntos 
Exteriores presentó una denuncia ante 
las Naciones Unidas contra Irán, ¡acu-
sándolo de injerencia en nuestros 
asuntos! En cuanto a la injerencia, 

Irán incluyó el alto el fuego en el 
Líbano entre sus condiciones para un 
alto el fuego con Estados Unidos e 
Israel... Paradójicamente, se anunció 
recientemente que Francia solicitaba 
una reunión de emergencia del 
Consejo de Seguridad en relación con 
la situación en el Líbano. Pero segui-
mos esperando a que nuestro ministro 
de Asuntos Exteriores declare que 
Francia está cometiendo una viola-
ción flagrante y manifiesta de la so-
beranía libanesa.

Cada día, el presidente de la 
República, Joseph Aoun, y el jefe del 
Gobierno, Nawaf Salam, nos repiten 
que el Estado libanés es el único de-
tentor del poder de decisión y de la 
soberanía en el Líbano. Para ellos, la 
soberanía consiste en sentarse a la 
mesa de quienes destruyen nuestra 
tierra, matan a nuestro pueblo y violan 
nuestro espacio aéreo con drones y 
bombarderos.

[…] ¿Cómo es posible que, ante 
esta barbarie, las autoridades libane-
sas se precipiten a entablar negocia-
ciones directas o indirectas sin exigir 
un alto el fuego, aunque se hayan 
convencido de su impotencia e inca-
pacidad tras haber privado deliberada-
mente de legitimidad a la resistencia 
de su pueblo el pasado 2 de marzo?

En un contexto así, ¿cómo reaccionan 
los libaneses? ¿Podrías hablarnos de 
las iniciativas llevadas a cabo por la 
FENASOL?
Existe una connivencia interna y ex-
terna contra el pueblo libanés. Estados 
Unidos se posiciona abiertamente a 
favor de Israel; los dirigentes árabes 
muestran su simpatía por el Líbano al 

tiempo que condenan a Hezbolá, legi-
timando así de hecho los bombardeos 
israelíes. […] A pesar de todo esto, el 
pueblo libanés sigue en pie. Tiene la 
experiencia de la expulsión de los pa-
lestinos y de la complicidad de los 
dirigentes árabes, él, que ha visto có-
mo Gaza ha sido arrasada mientras 
que el llamado mundo libre y las or-
ganizaciones de las Naciones Unidas 
permanecían en silencio, o incluso 
mostraban parcialidad, y ha aprendido 
la lección...En Líbano, ante la negli-
gencia del Estado, algunas organiza-
ciones resisten y asumen sus respon-
s a b i l i d a d e s .  E s  e l  c a s o  d e  l a 
FENASOL, que se compromete a 
prestar servicios dentro de sus modes-
tos medios financieros y a poner todos 
sus recursos humanos al servicio de 
los desplazados. Se creó una célula de 
crisis poco después del 7 de octubre 
(inicio de la guerra de Gaza) en pre-
visión de las repercusiones de la gue-
rra en Líbano, y desde entonces no ha 
dejado de hacer frente a las conse-
cuencias de la guerra y de contribuir 
a cumplir con su deber para con los 
desplazados, en particular los trabaja-
dores, los agricultores, los desemplea-
dos, las personas marginadas y aque-
llas con necesidades especiales. 

Se han publicado varios comuni-
cados y llamamientos dirigidos a 
nuestros compañeros trabajadores y a 
los pueblos libres del mundo, y a cam-
bio, la FENASOL ha recibido nume-
rosas muestras de solidaridad. La ba-
talla es difícil y podría ser larga, pero 
mientras resistamos colectivamente a 
esta barbarie no seremos derrotados.

(Declaracion recogida el 1 de junio)

Comunicado de FENASOL (extractos)
Llamamiento urgente a la 114ª sesión de la Conferencia Internacional del Trabajo
«Poned fin a la masacre en Líbano 
– No hay justicia social bajo las 
bombas»

«La continua agresión contra el 
Líbano ha provocado una catástro-
fe humanitaria, social, económica 
y medioambiental sin precedentes, 
que se ha reflejado directamente en 
la situación de los trabajadores y 
trabajadoras y de sus familias. Han 
caído miles de víctimas civiles, en-
tre las que se encuentran niños y 
mujeres, mientras que vastas regio-
nes han sido destruidas y más de un 
millón doscientas mil personas se 
han visto obligadas a desplazarse 
de sus hogares y lugares de trabajo. 
[…]
Decenas de miles de trabajadores 

han perdido sus empleos y sus 
fuentes de ingresos debido a la des-
trucción de las instituciones pro-
ductivas, comerciales, agrícolas y 
de servicios, cuando el Líbano ya 
sufre una asfixiante crisis económi-
ca y social.

La FENASOL insta a la 
Conferencia Internacional del 
Trabajo a adoptar una postura firme 
por un «alto el fuego inmediato e 
incondicional» en el Líbano y la 
«protección de los civiles», en par-
ticular del personal sanitario, hu-
manitario y periodístico. Insiste en 
el respeto del derecho internacio-
nal, el envío de ayuda humanitaria 
urgente y el apoyo a la reconstruc-
ción de las zonas destruidas y de 

los  servicios públicos.
También exige la «protección 

del empleo» y la indemnización a 
los trabajadores, agricultores y 
pequeñas empresas afectados, así 
como un refuerzo de la solidari-
dad sindical internacional. La fe-
deración afirma que la lucha por 
el trabajo decente es indisociable 
de la paz y los derechos funda-
mentales. Por último, hace un 
llamamiento a las fuerzas sindica-
les y progresistas para que actúen 
de forma concreta, subrayando 
que el silencio ante la violencia no 
puede considerarse neutralidad, 
sino una participación en la per-
petuación del sufrimiento». 

Beirut, 1 de junio

Cisjordania – Un ejemplo de la limpieza 
étnica que se está llevando a cabo
Un reportaje de Haaretz sobre 
la aldea beduina de Dar Abu 
Fazaa Kaabna describe una co-
munidad de unas 17 familias 
(cerca de 100 personas) que 
viven en 2 000 m² de terrenos 
privados, rodeados por siete 
puestos avanzados de colonos: 
desde mayo de 2024, sufren un 
aumento de los cortes de agua, 
sabotajes en los olivares, robos 
de ganado, incendios de vehícu-
los e intentos de quemar una 
casa habitada, en un contexto en 
el que las 12 aldeas pastorales 
vecinas ya han sido desaloja-
das. Antes del 7 de octubre de 
2023, la aldea contaba con unas 
600 ovejas; solo quedan unas 

pocas decenas tras la venta for-
zosa del rebaño por miedo a los 
robos, lo que priva a las familias 
de su principal fuente de ingre-
sos, mientras que se han cerra-
do cinco escuelas a las que asis-
tían los niños de las comunida-
des expulsadas, dispersando a 
los alumnos por centros lejanos 
(Rammun, Deir Jarir, Kafr 
Malik), lo que acentúa la desin-
tegración social. El reportaje 
destaca que los habitantes su-
fren visitas casi diarias de colo-
nos armados cuyo objetivo es 
aterrorizar y destruir.

F.L.

Israel bombardea Beirut
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Resultados y retos de las elecciones en Colombia (extractos)
Según los resultados, con el 100% de 
los colegios electorales escrutados, el 
ultraderechista Abelardo de la Espriella 
obtuvo el 43,73% de los votos (10,2 
millones de votos).

Por su parte, Iván Cepeda, del Pacto 
Histórico, quedó en segundo lugar con 
un 40,91% (9,6 millones de votos).

La abstención fue del 42,78 %. 
Esto significa que la participación fue 
del 57,22%, lo que convierte a esta 
primera vuelta electoral en la que ha 
registrado mayor participación ciuda-
dana y menor abstención en el país en 
los últimos 24 años. Del total de 41 
421 973 ciudadanos con derecho a vo-
to, 23 696 664 personas acudieron a 
las urnas.

La injerencia de Trump
El viernes por la noche, antes de las 
elecciones, Estados Unidos apoyó al 
candidato de extrema derecha Abelardo 
de la Espriella. Esto se hizo a través 
del presidente de Ecuador, Daniel 
Noboa, quien ha estado trabajando pa-
ra frenar el proyecto político del Pacto 
Histórico en Colombia. […]

Los observadores enviados por la Casa 
Blanca
El senador estadounidense Bernie 
Moreno, de origen colombiano, llegó 
a Colombia para seguir las elecciones 
presidenciales. La legislación local 
prohíbe que los observadores interna-
cionales se involucren en política, pero 
su equipo se reunió con los principales 
candidatos de la derecha, Paloma 
Valencia y Abelardo de la Espriella, 
para ayudar en la estrategia política de 

cara a una posible segunda vuelta el 21 
de junio.

[…] A nivel interno, se lanzó una 
ofensiva electoral que puso en marcha 
una maquinaria de bots (robots) en las 
redes sociales, utilizando tácticas de 
miedo, desinformación y lawfare (uso 
político del sistema jurídico). A esto se 
sumó la presión empresarial sobre los 
trabajadores, quienes habrían recibido 
mensajes coercitivos para influir en el 
voto. […]

Quién es Abelardo de la Espriella
De la Espriella es un abogado y em-
presario acusado de recibir transferen-
cias financieras de empresas vincula-
das al empresario colombiano Alex 
Saab, considerado durante años el 
principal operador financiero del 
Gobierno de Nicolás Maduro en 
Venezuela. Posee al menos 35 empre-
sas repartidas entre Colombia, Estados 
Unidos y Panamá, y es el hilo conduc-
tor de una red que involucra a aboga-
dos, asesores y sectores vinculados a 
la defensa de narcotraficantes, parami-
litares y estructuras de poder asociadas 
a la violencia.

Su programa defiende la militari-
zación del país, la construcción de 
megacárceles de máxima seguridad y 
el fin de la «Paz Total» de Gustavo 
Petro. En materia económica, propone 
la reducción de impuestos para el sec-
tor empresarial, promueve iniciativas 
como la flexibilización laboral (con-
tratación por horas) y sugiere una re-
ducción significativa del tamaño del 
Estado, así como menos burocracia y 
una política de desregulación agresiva 
para atraer la inversión privada. La 
candidatura de De la Espriella ha lo-
grado atraer a sectores que no se iden-
tifican con los partidos tradicionales, 
desconfían de las instituciones y ven 
la política convencional como incapaz 

de resolver sus problemas.
Sin embargo, lo más destacado es 

que es el candidato del trumpismo. 
[…]
El Pacto Histórico e Iván Cepeda
La candidatura de Iván Cepeda logró 
consolidar una base electoral signifi-
cativa y mantener la fuerza acumulada 
por el progresismo desde 2022. El pro-
gresismo se consolida como una fuer-
za estructural del régimen político 
colombiano; ya no puede interpretarse 
como una excentricidad electoral o un 
fenómeno pasajero. Cuenta con pre-
sencia territorial, organización partida-
ria y una base social estable. Mientras 
que la candidatura de Cepeda dispone 
de una coalición legislativa bastante 
clara, De la Espriella avanza hacia la 
segunda vuelta con un apoyo parla-
mentario limitado. Lo que pesará para 
el futuro gobierno será la relación con 
el Congreso. […]

La segunda vuelta
La derecha colombiana se reorganizó 
rápidamente en torno a la candidatura 
de Abelardo de la Espriella. La can-
didata del Centro Democrático, 
Paloma Valencia, que quedó en tercer 
lugar con 1 639 685 votos, anunció su 
apoyo inmediato a De la Espriella. 
Los sectores más alineados con la de-
recha y el centro-derecha están movi-
lizando sus estructuras partidistas 
para la campaña de De la Espriella, 
intentando atraer también al millón de 
votantes que perdió el centrista Sergio 
Fajardo.

El Partido Conservador también 
ha anunciado que se unirá a Abelardo. 
Incluso María Corina Machado, líder 
de la oposición venezolana, y Miguel 
Uribe Londoño, excandidato presi-
dencial y padre del senador Miguel 
Uribe, han declarado su apoyo. Es 
muy probable que las maquinarias 

políticas regionales hagan lo mismo. 
Abelardo de la Espriella tiene una 
ventaja de más de 670.000 votos so-

bre Iván Cepeda.
Cepeda, por su parte, pretende 

ampliar su apoyo más allá del Pacto 
Histórico, dirigiéndose a sectores mo-
derados preocupados por un posible 
giro autoritario de la extrema derecha. 
Pero el verdadero reto es ganar votos 
entre los millones de trabajadores pre-
carios que viven en las comunidades 
más pobres de las grandes ciudades; 
en las comunidades abandonadas del 
interior del país, dialogando con las 

necesidades y reivindicaciones de la 
gran masa que se abstiene de partici-
par en las elecciones. La campaña 
debería centrarse ahora en esas perso-
nas, en los cientos de miles de volun-
tarios que van de casa en casa, repar-
tiendo folletos en las universidades, 
los mercados, los autobuses urbanos, 
las fábricas y los lugares públicos.

Las próximas semanas determina-
rán quién ocupará la Presidencia. Sin 
embargo, independientemente del re-
sultado final, estas elecciones ya han 
producido un cambio más profundo: 
han redefinido los referentes políticos 
y los profundos conflictos de la lucha 
de clases en medio de la ofensiva del 
imperialismo estadounidense en el 
continente.

Alberto Salcedo

Portugal: 3 de junio… ¡la segunda huelga general en 6 meses!

[…] Al igual que la del 11 de diciem-
bre, esta huelga general del 3 de junio, 
la segunda en seis meses, con niveles 
de participación de entre el 60% y el 
100%, tuvo un fuerte impacto en casi 
todos los sectores.

A pesar de los servicios mínimos 
estipulados, el sector del transporte 
quedó prácticamente paralizado […]; 
la mayoría de los trabajadores de los 
servicios públicos se sumaron a la 
huelga (Ayuntamientos, tribunales, 

Hacienda, …); los hospitales funcio-
naron con servicios mínimos; cerraron 
cientos de escuelas; el ministro de 
Educación, Fernando Alexandre1, que 
fijó provocativamente el examen de 
portugués para ese día, se vio obligado 
a aplazarlo.

[…] Los periodistas, a instancias 
de su sindicato, también se declararon 
en huelga. El servicio de la Agencia 
Lusa se paralizó. Antena 3 (radio) no 
emitió el noticiario. La participación 

fue significativa también en las televi-
siones privadas (TVI, SIC) y en perió-
dicos como Público.

En el sector industrial, a modo de 
ejemplo, DS Smith (Leiria), Sovena, 
Bimbo y Cerealto tuvieron una parti-
cipación del 100%; Bosch (Braga), del 

95%; en el sector de la construcción, 
la cerámica, los cementos y el vidrio, 
empresas como Ciarga y CIMPOR tu-
vieron un 100%; en Galvidro, del gru-
po Vidralva (Marinha Grande), con 

una participación del 88%, los trabaja-
dores organizaron piquetes de huelga. 
Empresas  como GNL Solut ion 

(Leiria), Faurecia (Palmela), Fico 
Cables (Maia) y Knorr (Lisboa) detu-
vieron la producción.

[…] Además de los sindicatos afi-
liados a la CGTP, 8 sindicatos de la 
UGT2 se sumaron a la huelga general, 
así como otros sindicatos no afiliados 
a ninguna de las dos centrales sindica-
les. 

[…] La voluntad y la fuerza exis-
ten. ¿Qué harán los dirigentes sindica-
les?

Surge, cada vez con mayor claridad, la 
conciencia de que, movilizando a la 
clase trabajadora, siguiendo el camino 
de la huelga general, es posible:
• ¡Imponer la retirada incondicional 

del «paquete laboral»! ¡El paquete 
laboral es inaceptable, es innego-
ciable!

• Acabar con este Gobierno que des-
mantela los servicios públicos 
(Servicio Nacional de Salud, edu-
cación, Seguridad Social, etc.), que 
fomenta el odio racial (leyes anti-
inmigración, etc.), la inestabilidad 
y el caos social.

La lucha de los trabajadores portugue-
ses forma parte de la lucha del resto de 
trabajadores europeos contra los pre-
supuestos de guerra, contra el ataque 
de sus respectivos Gobiernos a los de-
rechos y las conquistas sociales.

Es como parte integrante de esta 
lucha, y fortalecidos por ella, que los 
delegados portugueses afrontan su par-
ticipación en la Conferencia y Mitin 
Internacional de Londres —contra la 
guerra, contra la guerra social— los 
días 19 y 20 de junio.

Corresponsal

A pesar de los servicios mínimos esti-
pulados, el sector del transporte quedó 
prácticamente paralizado 

Además de los sindicatos afiliados a la 
CGTP, 8 sindicatos de la UGT2 se suma-
ron a la huelga general, 

La abstención fue del 42,78 % lo que 
convierte la primera vuelta en la de 
menor abstención en el país en los úl-
timos 24 años

... el verdadero reto es ganar votos 
entre los millones de trabajadores pre-
carios que viven en las comunidades 
más pobres de las grandes ciudades ...

Avenida de la Libertad, Lisboa

Consulado de Colombia en Madrid


